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1. Este trabajo es una actualización de un antiguo estudio realizado en 1995. Los proble-
mas que entonces puse de manifiesto en relación con la regulación en el bloque de la 
constitucionalidad de los convenios de cooperación entre Comunidades Autónomas no se 
han resuelto. Las reformas territoriales de la VIII Legislatura no han corregido los errores 
cometidos por los redactores de los Estatutos de Autonomía. Desde esa perspectiva, en 
este trabajo planteo unas propuestas de reforma que van más allá de las formuladas 
quince años atrás. Por otro lado, no tuve ocasión de participar en el merecido Libro Ho-
menaje al Profesor Jordi Solé Tura, por cuya obra intelectual y política siento profunda 
admiración. Para compensar esta ausencia no deseada he querido dedicar a su memoria 
este estudio sobre un tema cuya importancia él, en las Cortes Constituyentes, fue uno de 
los pocos en advertir.
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1. El federalismo cooperativo
Dejando a un lado la controvertida cuestión relativa a si el Esta-
do Autonómico es o no un Estado Federal, en la medida en que, como 
acertadamente ha advertido Muñoz Machado, “se está produciendo 
una evidente confluencia entre los federalismos y regionalismos hacia 
fórmulas organizativas tan parecidas que es difícil distinguirlas”,2 lo 
que nos importa subrayar es que el estudio del modelo federal nos 
reporta algunas lecciones de interés. Una de ellas es la existencia de 
dos tipos de federalismo, el federalismo dual y el federalismo coope-
rativo. La lección, digo que es de interés, porque sus enseñanzas pue-
den trasladarse a nuestro Estado de las Autonomías para situarlo en 
la senda del “autonomismo cooperativo”.3
No pretendemos, por tanto, establecer las diferencias que exis-
ten entre el Estado federal clásico y otras formas de descentralización. 
Además, es preciso reconocer que existen diversas modalidades de 
federalismo. Lo que a nuestro tema interesa es la distinción de dos 
modelos fundamentales: el federalismo dual y el federalismo coope-
rativo.
El federalismo clásico (dual federalism) implica una rígida sepa-
ración vertical de poderes. En él subyace una filosofía política de “com-
partimentos estancos”. Existen dos campos de acción del poder per-
fectamente delimitados y sin ningún tipo de vinculación entre ellos: 
el del Gobierno central y el de los Gobiernos de los Estados. El fede-
ralismo cooperativo (new federalism), por el contrario, trata de supe-
rar la técnica de la separación formal y absoluta de competencias, 
evitando centrar su atención en la división constitucional de la auto-
ridad entre el Gobierno central y los Gobiernos de los Estados, y re-
saltando la actual interdependencia y la mutua influencia que cada 
nivel de gobierno es capaz de ejercer sobre el otro. En pocas palabras 
el federalismo dual responde a la idea de independencia y el federa-
lismo cooperativo a la de interdependencia.
2. Muñoz Machado, S., Derecho Público de las Comunidades Autónomas, vol. I, Madrid, 
Civitas, 1982, p. 159.
3. Tajadura Tejada, J., El principio de cooperación en el Estado Autonómico, 2ª edición, 
Granada, Comares, 2000. 
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La opinión común es que el federalismo dual constituye el primer 
momento en el proceso evolutivo del Estado federal. Tanto en los 
Estados Unidos como en la República Federal de Alemania, por citar 
dos casos paradigmáticos, las técnicas del federalismo cooperativo se 
imponen a la filosofía que representa el federalismo dual y ello porque 
aquél responde mejor que éste a los problemas actuales.4 El federa-
lismo cooperativo vigente en Alemania o Estados Unidos se caracte-
riza por el entrecruzamiento de las competencias del poder central y 
las de los poderes territoriales, que conduce a la Federación y a los 
Estados a actuar cada vez más de forma conjunta, mediante acuerdos 
en los que diseñan un modelo de actuación común, que luego será 
ejecutado por actos de la Federación o de los Estados en función de 
la titularidad de la concreta competencia que se ejerza en cada caso.
Las ventajas que el federalismo cooperativo presenta para el 
funcionamiento de cualquier Estado compuesto son claras.5 En primer 
4. La transformación del federalismo dual en federalismo cooperativo es un proceso si-
multáneo al de la sustitución del Estado liberal por el Estado social. Y es que, efectivamen-
te, el federalismo dual no era sino un mecanismo de protección del sistema económico 
capitalista. El federalismo dual se configuró en los Estados Unidos como un medio de 
defensa del liberalismo económico. El propio Tribunal Supremo norteamericano reconoció 
que no se trataba tanto de conservar un equilibrio ideal de poder establecido por la Cons-
titución como de impedir cualquier intervención del poder público en lo que se conside-
raba ámbito restringido a la iniciativa privada. Durante el siglo XIX fue necesario fomen-
tar la acción del poder federal y hacer que los Estados se olvidasen de su soberanía, pues 
eran éstos últimos los únicos que albergaban pretensiones intervencionistas. Surgió así la 
teoría de los poderes implícitos. Con el nuevo siglo, cuando cambiaron los papeles y fue 
el poder federal el que mostró su voluntad de intervenir, el Tribunal invocó los derechos 
de los Estados como fundamento del federalismo dual. El cambio no se produjo hasta los 
años treinta, con el New Deal de Roosvelt, y entonces no sin grandes dificultades. Pese a 
la resistencia del Tribunal Supremo, el federalismo cooperativo se impuso. El Estado inter-
vencionista conduce inexorablemente a la noción de interdependencia. Así, para mantener 
la unidad del sistema financiero, el Gobierno Federal, mediante ayudas y subvenciones 
económicas a los Gobiernos de los Estados, logró establecer unas relaciones de cooperación 
que permitieron garantizar la propia unidad económica nacional.
5. Lo que no quiere decir que deban ocultarse los riesgos que el modelo cooperativo en-
traña. Entre estos cabría señalar los siguientes: a) al difuminarse la barrera que separa las 
competencias estatales de las autonómicas, el ejercicio de las mismas de forma pactada o 
conjunta difumina también la responsabilidad política que cabe exigir a cada instancia; b) 
el federalismo cooperativo puede dar lugar también a situaciones de bloqueo del sistema: 
en la medida en que la toma de decisiones corresponde a varios entes, el deseable con-
senso se convierte en un elemento imprescindible a falta del cual se impide la adopción 
de una decisión, quebrando así la regla básica de la democracia del gobierno por mayoría; 
c) en tercer lugar, el lugar central que ocupan los Gobiernos en este modelo provoca un 
desplazamiento de los parlamentos regionales a un papel secundario respecto a los eje-
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lugar, la facilidad que para el ejercicio de las funciones administrativas 
proporciona un sistema caracterizado por una comunicación fluida 
entre todas sus instancias territoriales y en el que resulta frecuente el 
logro de acuerdos. En segundo lugar, “el federalismo cooperativo 
permite ampliar el campo de acción autonómico, al hacer posible su 
participación en decisiones y competencias en las que realmente no 
cabe ir más allá, pues no podría otorgársele su titularidad completa, 
con lo que se consigue, a la vez ese mínimo de uniformidad y de cen-
tralización que se considera en un cierto momento necesario”.6
Este federalismo cooperativo presenta dos manifestaciones fun-
damentales:
cutivos. Es preciso ser consciente de estos riesgos a la hora de articular un eficaz modelo 
de federalismo cooperativo. Arbos Marin, X., “Federalismo y relaciones intergubernamen-
tales” en La cooperación intergubernamental en los Estados compuestos, Barcelona, IEA, 
2006, pp. 13-36.
6. Bocanegra, R., y Huergo, A., La Conferencia de Presidentes, Madrid, Iustel, 2005, p. 140. 
En el mismo sentido, Muñoz Machado, S., Derecho Público de las Comunidades Autónomas, 
vol. I, Madrid, Civitas, 1982, pp. 219-220. Santolaya Machetti, P., Descentralización y co-
operación, Madrid, Instituto de Estudios de Administración Local, 1984, p. 293. La progre-
siva penetración del poder central observada en todos los Estados compuestos es la res-
puesta lógica al trasvase sucesivo a la órbita del interés general de cuestiones que 
anteriormente eran estrictamente regionales o locales. Muchos asuntos han sufrido en los 
últimos tiempos una intensa publicación (medio ambiente, energía, alimentación) que los 
ha hecho salir de la órbita de los intereses locales (nivel desde donde se cumplimentaban 
las escasas decisiones públicas que eran precisas) para integrarlos en el interés general. El 
tránsito del Estado liberal al Estado social ha reforzado indudablemente al poder central. 
Ahora bien, éste fenómeno no ha venido acompañado de una apropiación en exclusiva 
por las instancias centrales de todas las competencias en relación con los problemas antes 
referidos, pero sí ha exigido la obligada participación de aquéllas en su resolución. Para 
evitar las consecuencias extremas de esta evolución no se trata tanto ni principalmente de 
articular técnicas jurídicas de defensa de las propias competencias autónomas sino más 
bien de articular técnicas de cooperación y participación en esa facultad estatal. Las de-
mandas del interés general no quedarían satisfechas de otro modo. Son ellas las que re-
claman la cooperación. Tres razones fundamentales impiden contraponer cooperación y 
autonomía: a) En primer lugar, la contraposición es falsa porque la cooperación resulta 
sin más de la necesidad de articular el ejercicio de los poderes y hacer operativo el repar-
to de competencias. En este sentido la autonomía es el primer presupuesto de la coope-
ración. b) En segundo lugar, porque la autonomía, como ha recordado nuestro Tribunal 
Constitucional sólo se explica en el contexto de la unidad y la unidad exige que las instan-
cias centrales participen en la resolución de los problemas de interés general. Y es que 
cuando un problema se generaliza es inevitable la concurrencia del poder central. c) En 
tercer lugar, –y esta es la razón más importante que viene a desmentir esa pretendida 
incompatibilidad entre autonomía y cooperación–, porque la cooperación fortalece a la 
autonomía, permitiendo, en muchas ocasiones, que los entes autonómicos sigan osten-
tando responsabilidades sobre asuntos de los que sin el recurso a las técnicas cooperativas 
se verían privadas.
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a) Una dimensión vertical: el federalismo cooperativo vertical. 
Con esta fórmula nos referimos al sistema de relaciones que se pueden 
producir entre el Estado Federal, por un lado, y los Estados miembros, 
por otro. Este sistema puede estar institucionalizado, constitucionali-
zado incluso, o bien carecer de apoyos jurídicos formales y basarse en 
la mera praxis política.
b) Una dimensión horizontal: el federalismo cooperativo hori-
zontal. La fórmula alude al sistema de relaciones que se producen 
entre los Estados miembros. En relación con él la cuestión fundamen-
tal reside en si el poder federal puede o no intervenir en este sistema, 
y, en caso afirmativo, cuál debe ser el grado de su intervención. Por 
regla general suele aceptarse que el Gobierno Federal asuma un papel 
de garante de este tipo de relaciones. También aquí podemos distin-
guir entre relaciones informales e institucionalizadas.
“El federalismo cooperativo –escriben los profesores Bocanegra 
y Huergo– es un fenómeno de la práctica, fáctico, que se super-
pone a una realidad normativa en la que sólo existen dos nive-
les de gobierno, el estatal y el autonómico, y no tres (con uno 
mixto), y en la que, por tanto, las competencias están atribuidas 
en cada caso al Estado o a las Comunidades Autónomas, que 
después deciden, a partir de sus respectivas titularidades optar 
por una actuación conjunta”.7
El federalismo cooperativo horizontal es el contexto necesario 
en el que debemos abordar el estudio de los Convenios y Acuerdos 
de cooperación entre Comunidades Autónomas.8 Junto a las Confe-
rencias Sectoriales horizontales (que de la misma forma que las verti-
7. Bocanegra, R., y Huergo, A., La Conferencia de Presidentes, ob. cit., p. 136.
8. Las dos obras clásicas y de referencia sobre nuestro tema son: Menéndez Rexach, A., Los 
convenios entre Comunidades Autónomas, Madrid, Instituto de Estudios de Administración 
Local, 1982 y Santolaya Machetti, P., Descentralización y cooperación, Madrid, Instituto de 
Estudios de Administración Local, 1984. Más recientemente, cabe destacar la aparición de 
otras dos monografías: González García, I., Convenios de cooperación entre Comunidades 
Autónomas. Una pieza disfuncional de nuestro Estado de las Autonomías, Madrid, CEPC, 
2006 y Calafell Ferra, V. J., Los convenios entre Comunidades Autónomas, Madrid, CEPC, 
2006. Un comentario sobre esta última obra en Revista Española de Derecho Constitucio-
nal, núm. 79, 2007, pp. 369-374. También debe destacarse el comentario de Rodriguez de 
Santiago en Casas Baamonde, M.E. y Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, M. (Dir.) Comenta-
rios a la Constitución Española, XXX Aniversario, Madrid, Fundación Wolters Kluwer, 2009.
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cales, carecen de fundamento constitucional expreso, no así tácito), 
los Convenios entre Comunidades son el instrumento fundamental 
del federalismo cooperativo en su dimensión horizontal.9 Un instru-
mento que cuenta con un fundamento constitucional expreso.
2. Fundamento constitucional de la cooperación 
horizontal (art. 145 CE)
2.1. La elaboración del artículo 145
El artículo 145 de la Constitución es el punto de partida obliga-
do para el análisis del régimen jurídico de los convenios y acuerdos 
de cooperación. Su desafortunada redacción obedece al recelo con el 
que las Cortes Constituyentes contemplaron siempre la cooperación 
horizontal entre Comunidades Autónomas.
Baste ahora recordar que este precepto figuraba en el Antepro-
yecto de Constitución como artículo 130 y su redacción inicial era la 
siguiente:
“Cualquier acuerdo de cooperación entre territorios autónomos 
necesitará la autorización de las Cortes Generales mediante ley 
orgánica”.10
Esto hubiera supuesto que cualquier acuerdo interautonómico, 
con independencia de su contenido, es decir, por muy insignificante 
que este fuere, habría requerido la previa autorización del órgano 
legislativo central. Y no sólo eso, sino que, además, dicha autorización 
habría debido revestir la forma de ley orgánica, es decir, contar con 
el respaldo de la mayoría absoluta de las Cámaras. Por lo demás, de 
este texto parece deducirse que la autorización o no por parte de las 
9. Para un examen del federalismo comparado, resulta imprescindible, García Morales, 
M.J., Convenios de colaboración en los sistemas federales europeos: Estudio comparativo 
de Alemania, Suiza, Austria y Bélgica, Madrid, Mac-Graw-Hill, 1998. La profesora García 
Morales ha publicado diversos estudios sobre federalismo cooperativo. Entre ellos cabe 
destacar, García Morales, M. J., “Tendencias actuales de la colaboración en los federalismos 
europeos: una perspectiva comparada” en Cuadernos de Derecho Público, núm. 2, 1997. 
Y también, “La cooperación en los federalismos europeos: significado de la experiencia 
comparada para el Estado Autonómico” en Revista de Estudios Autonómicos, núm. 1, 2002. 
10. Constitución española. Trabajos Parlamentarios. Cortes Generales, Madrid, 1980, p. 29.
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Cortes es una actividad totalmente discrecional. Las Cortes podrían 
denegar la autorización tanto por razones de legalidad como por 
razones de oportunidad política. El precepto parecía haber sido re-
dactado con la finalidad de que no se utilizara.
La única enmienda que la Ponencia aceptó en relación con este 
desafortunado precepto consistió en añadir a petición de Jarabo Payá 
(Alianza Popular) un primer párrafo que estableciese: “En ningún caso 
se admite la federación de Comunidades Autónomas”.
De esta manera el artículo 137 quedó así: “1. En ningún caso se 
admite la federación de Comunidades Autónomas. 2. Cualquier acuer-
do de cooperación entre Comunidades Autónomas necesitará la au-
torización de las Cortes Generales por medio de una ley orgánica”.11
En la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas 
del Congreso se puso de manifiesto la necesidad de introducir una 
mayor flexibilidad en el procedimiento de cooperación. Las interven-
ciones de Martín Toval del PSC y de Solé Tura del grupo comunista 
fueron en esa dirección12 y determinaron la supresión del carácter 
orgánico de la ley de autorización de los acuerdos de cooperación. 
Fue esta una de las muchas aportaciones del profesor Solé Tura –a 
quien he querido dedicar este estudio– que contribuyeron a mejorar 
el Texto Constitucional. A diferencia de otros constituyentes, el pro-
fesor Solé Tura se percató temprana y acertadamente de la importan-
cia que el principio de cooperación reviste para el correcto funciona-
miento de un Estado compuesto.
El texto no sufrió modificación alguna en el Pleno del Congreso 
por lo que tal y como fue aprobado por la Comisión de Asuntos Cons-
titucionales y de las Libertades Públicas del Congreso, pasó a ser de-
batido por la Comisión Constitucional del Senado.
En esta Comisión merecen destacarse las enmiendas de Sánchez 
Agesta,13 senador de designación real y de Benet, de Entesa dels Catalans.
11. Constitución española. Trabajos Parlamentarios…, ob. cit., p. 263.
12. Constitución española. Trabajos Parlamentarios…, ob. cit., pp. 1538 y ss.
13. La enmienda 352 de Sánchez Agesta proponía otorgar al Senado la prioridad en la 
discusión y concesión o no de la autorización de los acuerdos”, Constitución española. 
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El contenido de la enmienda in voce del senador Benet, de En-
tesa dels Catalans era el siguiente:
“Las Comunidades Autónomas podrán celebrar entre sí convenios 
temporales para la gestión y prestación de servicios propios de 
las mismas. Los demás acuerdos de cooperación entre las Comu-
nidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes 
Generales”.14
La importancia de esta enmienda es grande. Hasta este momen-
to nadie había planteado con tanta claridad el tema. Establece una 
distinción entre dos tipos de acuerdos en sentido amplio: convenios 
y acuerdos de cooperación. El criterio de dicha distinción no viene 
determinado por el objeto o contenido de los acuerdos sino que es 
estrictamente temporal. Los convenios temporales pueden ser libre-
mente acordados por las Comunidades Autónomas sin necesidad de 
que intervengan las Cortes Generales. Los acuerdos de duración inde-
finida requieren, por el contrario, la autorización del órgano legisla-
tivo central.
Esta enmienda fue incorporada como apartado segundo del ar-
tículo comentado.15 Posteriormente el texto fue aprobado sin modi-
ficaciones por el Pleno del Senado.16
Pero la redacción definitiva del precepto fue la adoptada por 
la Comisión Mixta Congreso-Senado. A ella debemos la fórmula fi-
nalmente establecida en el artículo 145: “1. En ningún caso se ad-
mitirá la federación de Comunidades Autónomas. 2. Los Estatutos 
Trabajos Parlamentarios…, ob. cit., p. 2816. Esta enmienda será parcialmente acogida en 
el artículo 74 de la Constitución. El fundamento de la misma es incuestionable: si el Sena-
do es la Cámara de representación territorial resulta lógico que tenga, cuando menos, 
prioridad en asuntos de carácter fundamentalmente territorial. En este caso, como en 
otros muchos, son los senadores los que velan por aumentar el nivel competencial de la 
Cámara Alta.
14. Constitución española. Trabajos Parlamentarios…, ob. cit., vol. IV, p. 4144. Fue apro-
bada por unanimidad con 22 votos. Como antecedente puede verse la enmienda núm. 
818 presentada por el mismo senador. Constitución española. Trabajos Parlamentarios…, 
ob. cit., vol. III, p. 3010.
15. Constitución española. Trabajos Parlamentarios…, ob. cit., vol. IV, p. 4398.
16. Constitución española. Trabajos Parlamentarios… ob. cit, vol. IV, p. 5035.
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podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comu-
nidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí, para la ges-
tión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el ca-
rácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes 
Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de cooperación en-
tre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las 
Cortes Generales”.
Existen tres diferencias significativas entre este texto y el apro-
bado por el Senado. En primer lugar, desaparece el criterio de la tem-
poralidad para distinguir entre convenios y acuerdos, y tal criterio no 
es sustituido por ningún otro. En segundo lugar, desaparece también 
el criterio de la intervención o no de las Cortes puesto que éstas in-
tervienen tanto en los acuerdos como en los convenios, si bien en este 
último caso tal intervención reviste la forma de una mera comunica-
ción. Finalmente, se establece, y esto es fundamental, una remisión a 
los Estatutos de Autonomía para que regulen la distinción entre am-
bos tipos de acuerdos.
El texto nos muestra de esta forma la existencia de dos tipos de 
acuerdos interregionales, los “convenios” y los “acuerdos de coope-
ración”, que difieren entre sí porque los primeros no requieren auto-
rización de las Cortes y los segundos sí. La única diferencia material 
consiste en que los primeros deben versar sobre gestión y prestación 
de servicios propios. Esto no aclara mucho. Lo cierto es que el artícu-
lo 145 no nos permite precisar, en la práctica, qué tipo de actuaciones 
cooperativas han de ser consideradas convenios y cuáles acuerdos o, 
dicho de otra forma, qué hay que entender por gestión y prestación 
de servicios propios, lo que resulta de capital importancia, en cuanto 
que de dicha distinción dependerá que sea necesaria o no la actuación 
de las Cortes.
Hay que criticar este insuficiente tratamiento técnico-jurídico de 
uno de los principales instrumentos de realización de las técnicas de 
cooperación. Las razones de esta insuficiencia y de esta imprecisión 
constitucional las encontramos en el Diario de Sesiones al seguir el 
iter procedimental que siguió el precepto en cuestión. Como ha des-
tacado Santolaya: “La causa de ese tratamiento es de tipo político, se 
parte de la visión errónea de que cualquier tipo de cooperación de 
las regiones entre sí obedece necesariamente a tendencias centrífugas 
y como tales son tratados, ignorando, sin embargo, que, salvo en 
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supuestos absolutamente patológicos, los convenios cumplen un im-
portante papel de integración”.17
Y si ya la regulación constitucional era insuficiente para distinguir 
con claridad ambas figuras, los Estatutos han eliminado en buena 
medida, como veremos después, el único criterio de diferenciación: el 
régimen de intervención de las Cortes Generales, provocando, en con-
secuencia, un alto grado de identificación entre los convenios y los 
acuerdos. Y han añadido además otros requisitos que acentúan la 
rigidez de los convenios. Por otro lado, los muy extensos y controver-
tidos nuevos Estatutos de Autonomía aprobados a partir de la VIII 
Legislatura tampoco han corregido estas deficiencias.
2.2. El apartado primero: la prohibición de federación
De los diarios de sesiones se desprende que la atención de los 
diputados y senadores se centró en la prohibición de federación de 
comunidades autónomas. El concepto de autonomismo cooperativo 
brillaba entonces por su ausencia. Hasta tal punto esto era así que la 
cooperación era mal vista. Se pensaba que obedecía a tendencias 
centrífugas y por ello de forma tajante y rotunda el artículo 145 co-
mienza con: “En ningún caso se admitirá la federación de Comunida-
des Autónomas”.18
Se pretendía cerrar cualquier posibilidad de desembocar en un 
Estado federal. Es decir, la cooperación autonómica se ubicaba erró-
neamente en la problemática de la forma del Estado, cuando es evi-
dente que ese no es su contexto.
La prohibición de federación no sirve, en modo alguno, para 
calificar la forma de Estado:19
17. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., pp. 392-393.
18. Reproduce, sin más modificación que la sustitución del tiempo verbal presente por fu-
turo, el artículo 13 de la Constitución de 1931: “En ningún caso se admite la federación de 
regiones autónomas”. En 1931 el asunto era tan evidente que Pérez Serrano comentando 
el artículo escribió: “Los riesgos que hubiera representado el principio de la posible federa-
ción de regiones son harto notorios para que sea preciso razonarlos”. Pérez Serrano, N., “La 
Constitución española de 1931” , Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1932, p. 95.
19. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., pp. 381-384.
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En primer lugar, el Derecho Constitucional Comparado nos mues-
tra que la prohibición de federación no es un criterio válido para 
distinguir el Estado federal del que no lo es por la sencilla razón de 
que dicha prohibición existe, de una u otra forma, en todos los Estados 
federales.20
En segundo lugar, la prohibición de federación establecida con 
el fin de garantizar la unidad del Estado, que podía verse amenazada 
por las tendencias cooperativas, según los temores de los constituyen-
tes, es absolutamente innecesaria. Y lo es porque el principio de in-
disponibilidad de las competencias unido al principio de solidaridad 
interregional ya cumple ese fin. Los acuerdos interautonómicos no 
pueden ampliar en modo alguno el ámbito competencial del que 
disfrutan las Comunidades Autónomas aisladamente consideradas. De 
lo que resulta que el verdadero límite a las facultades cooperativas 
de las Comunidades Autónomas se encuentra en dichos principios de 
indisponibilidad competencial y solidaridad. Principios y límites a los 
cuales nada nuevo añade la prohibición de federación.
Y, en tercer lugar, porque si se pretende encontrar una virtuali-
dad superior a dicha prohibición en lo que podríamos denominar 
intangibilidad del mapa autonómico, hay que decir que la prohibición 
tampoco sirve para ello. Conviene recordar, en relación con esto últi-
mo, que en 1931 el diputado Samper defendió un voto particular para 
que el artículo 13 de la Constitución de la II República rezara: “En 
ningún caso se admite la federación de regiones autónomas, pero 
éstas podrán sumarse y constituir entre sí otra región más amplia 
mediante la observancia de los requisitos de los artículos anteriores”. 
20. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos ha declarado que son inconstitucionales 
todos aquellos compacts que “tienden a incrementar el poder político de los Estados de 
forma que pueden usurpar o interferir en la justa supremacía de los Estados Unidos”. Con 
este argumento se rechazó el único acuerdo de federación intentado en los Estados Uni-
dos, la creación de la confederación. En Alemania, donde los Länder pueden celebrar 
convenios entre sí en todas aquellas materias de su ámbito competencial, los convenios 
interestatales tienen que respetar dos límites, la indisponibilidad del sistema de distribución 
competencial y el principio de lealtad federal. Ambos límites juegan un papel equivalen-
te al de la prohibición de federación en nuestro derecho constitucional. La Constitución 
suiza establece en su artículo séptimo que “quedan prohibidos toda alianza particular y 
todo tratado de naturaleza política entre cantones”. Por último, puesto que los casos ci-
tados son más que suficientes para nuestros propósitos, el artículo 117 de la Constitución 
mexicana dispone: “Los Estados no pueden en ningún caso (…) celebrar alianzas, tratados 
o coalición con otro Estado”.
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Rodríguez Zapata se pregunta si tal hipótesis tiene cabida en nuestro 
ordenamiento constitucional y responde, con argumentos que com-
partimos plenamente, que sí. Partiendo de que “lo que el artículo 
145.1 prohíbe es toda alteración que altere del equilibrio político y 
territorial existente entre las Comunidades Autónomas y con el Esta-
do; la formación de bloques políticos que puedan enfrentar entre sí 
a distintas Comunidades; las ligas o alianzas entre Comunidades in-
compatibles con la solidaridad o lealtad interregional o con el interés 
nacional; el autoabandono de las propias competencias en otra Co-
munidad o en instituciones comunes” admite, no obstante, que el 
artículo 145.1 no prohíbe modificar el mapa autonómico mediante la 
fusión de Comunidades. “Entender prohibida la fusión de Comunida-
des Autónomas –escribe el autor citado– implicaría otorgar una peli-
grosa rigidez al actual mapa autonómico. Rigidez incomprensible si 
se recuerda que nuestro constituyente no pudo o no quiso 
establecerlo”.21
Del bloque de constitucionalidad no se desprende, en modo 
alguno, tal intangibilidad del mapa autonómico. El artículo 145.1 no 
constituye base suficiente para impedir la modificación de un mapa 
por lo demás inexistente. Y lo cierto es que, si tampoco sirve para eso, 
resulta de todo lo que antecede que, en realidad, no sirve para nada. 
El apartado primero del artículo 145 podría ser perfectamente supri-
mido. Las consecuencias jurídicas de su supresión serían nulas.
2.3. El apartado segundo: convenios y acuerdos  
de cooperación
En el apartado segundo del artículo 145, nuestra Constitución 
reconoce expresamente la facultad de las Comunidades Autónomas 
de celebrar convenios y acuerdos para el ejercicio cooperativo de sus 
propias competencias. En dicho precepto se recoge de forma expresa 
21. Rodríguez-Zapata y Pérez, J., “Comentario al artículo 145” en Comentarios a las leyes 
políticas (Alzaga, O. dir.), Tomo XI, Madrid, Edersa, 1988, p. 68. En relación con esto, ad-
vierte Rodríguez-Zapata, “lo que sorprende y es gravísimo defecto del Título VIII de la 
Constitución es que no exista un precepto semejante al artículo 132 de la Constitución 
italiana o 29 de la Ley Fundamental de Bonn para operar una redistribución territorial 
seria del poder, cuando se pongan de manifiesto las insuficiencias o errores de la estruc-
tura actual”.
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lo que en otros ordenamientos se considera una facultad implícita de 
las unidades territoriales en el ejercicio de sus propias competencias.22 
La gran ventaja de este precepto es que nos evita el problema de 
buscar una justificación de esta técnica implícita en el propio sistema. 
Su fundamento constitucional es así incuestionable. Lo cual no quiere 
decir que no plantee innumerables cuestiones controvertidas.23
La primera de ellas está en relación con la consideración del te-
rritorio como un límite a la actividad de las Comunidades Autónomas.24 
Su solución exige determinar si la única alternativa al ejercicio autonó-
mico de una competencia de una Comunidad aisladamente considera-
da es la asunción por el Estado de dicha actividad o, si cabe también 
afirmar la existencia de unos intereses regionales que, sobrepasando el 
ámbito territorial estricto, se manifiestan y se valoran como comunes 
a más de una Comunidad, sin que esto implique que la atención a dichos 
intereses pase a ser automáticamente competencia del poder central.
El Tribunal Constitucional inicialmente no reconoció esta posi-
bilidad: “La consecución del interés general de la nación en cuanto 
tal y los de carácter supracomunitario quedan confiados a los órganos 
generales del Estado”.25 Una concepción tan estricta de la territoria-
lidad como límite de la actuación autonómica no es de recibo. Cierto 
es, como afirma García de Enterría, que “una cuestión que en su pro-
22. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., p. 375.
23. La otra cara del artículo 145 la ha puesto de manifiesto Albertí: su rigidez. “La coope-
ración horizontal, en efecto, está expresamente prevista por la Norma Fundamental (art. 
145), a diferencia de lo que ocurre con la colaboración vertical. Pero el régimen previsto, 
que incluye el control del Senado, en términos muy difusos, y su formalización a través de 
convenios en los que los distintos Estatutos generalmente han incluido la participación de 
los Parlamentos de sus respectivas Comunidades Autónomas, adolece de una excesiva ri-
gidez y formalismo, que suponen un freno considerable a la hora de decidir transitar por 
este camino”. Albertí Rovira, E., “Relaciones entre las administraciones públicas” en La 
nueva Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común (Leguina Villa, J., y Sánchez Morón, M., dirs), Madrid, Tecnos, 1993, 
p. 50. El profesor Albertí ha publicado numerosos trabajos sobre la problemática de la 
cooperación. Además del citado cabe destacar, Albertí, E., “La colaboración entre el Esta-
do y las Comunidades Autónomas” en El futuro de las autonomías. Balance y perspectivas 
(L. Martín Rebollo, dir.), Santander, Universidad de Cantabria, 1991 y también, “Estado 
Autonómico e integración política” en Documentación Administrativa, núm. 232-233, 1993.
24. Sobre esta problemática, VV.AA., Territorio y autonomía: el alcance territorial de las 
competencias autonómicas, Barcelona, IEA, 2004.
25. SSTC. de 22 de diciembre de 1981 y de 23 de enero de 1982.
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pia realidad indivisible afecta a varias Comunidades Autónomas no 
puede ser resuelta por una sola sin interferir en los intereses de los 
demás”.26 Ahora bien, concluir de lo anterior la simple y llana “per-
manencia en manos del Estado de tales facultades”, como regla ge-
neral para todos los supuestos de este tenor, no resulta admisible.27 
Implica un desconocimiento total del artículo 145. Este precepto per-
mite resolver la cuestión sin recurrir a la intervención directa del poder 
central. Y ello porque la admisión de los convenios interregionales 
supone, como ha señalado Santolaya, “un reconocimiento explícito 
por parte del Texto (constitucional) de la existencia de una esfera de 
intereses que sin ser estrictamente regionales tampoco han de caer 
necesariamente en el campo de actuación del Estado (poder) central”.28 
El artículo 145.2 viene a establecer un modo de ejercer las competen-
cias por parte de las Comunidades Autónomas como forma normal 
alternativa a la de un ejercicio aislado de las mismas. En definitiva, el 
artículo 145 es un reconocimiento expreso de lo que denominamos 
autonomismo cooperativo horizontal.29
Pero el problema que nos plantea este reconocimiento es que 
el artículo 145 no nos permite precisar en la práctica qué tipo de ac-
tuaciones cooperativas han de ser consideradas convenios y cuáles 
acuerdos o, dicho de otra forma, qué hay que entender por gestión 
y prestación de servicios propios, lo que resulta de capital importancia, 
en cuanto que de dicha distinción dependerá que sea necesaria o no 
la actuación de las Cortes. Problema que lejos de verse atenuado se 
agrava a la luz del tratamiento estatutario del tema.
Los redactores de los Estatutos no se percataron de la importan-
cia de la cooperación horizontal. Su preocupación fundamental era, 
en la mayoría de los casos, asumir el mayor número de “competencias 
exclusivas” posible. La cooperación no estaba en su orden del día. Por 
26. García De Enterría, E., La ejecución autonómica de la legislación del Estado, Madrid, 
Cuadernos Civitas, 1983, p. 68.
27. García De Enterría, E., La ejecución autonómica…, ob. cit., p. 67.
28. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., p. 379.
29. El Tribunal Constitucional ha dicho de este artículo que “no es un precepto que habi-
lite a las Comunidades Autónomas para establecer convenios entre ellas, sino que, supues-
ta esa capacidad, delimita por su contenido los requisitos a que ha de atenerse la regula-
ción de esta materia en los Estatutos y establece el control por las Cortes Generales de los 
Acuerdos y Convenios de cooperación”, STC 44/1986, de 17 de abril.
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otro lado, como veremos después, los redactores de los nuevos Esta-
tutos de Autonomía aprobados durante la VIII Legislatura tampoco 
se preocuparon por corregir esas deficiencias.
3. Desarrollo estatutario inicial del artículo 145 CE
Acabamos de ver que la redacción del artículo 145.2 técnicamen-
te es defectuosa por cuanto no nos permite diferenciar entre convenios 
y acuerdos de cooperación. No obstante, permite subsanar esa insufi-
ciencia mediante la remisión a los Estatutos de Autonomía de la regu-
lación de los supuestos, requisitos y términos en que se podrán celebrar 
los convenios y del carácter y efectos de la comunicación a las Cortes.
En otras palabras, como subraya Santolaya, la Constitución habla 
de convenios para la gestión y prestación de servicios propios y de 
otros acuerdos de cooperación, pero hemos de empezar por constatar 
que “no se trata de una distinción impuesta por la propia Constitución, 
sino que ésta se limita a abrir una posibilidad a los propios Estatutos 
de las Comunidades Autónomas para la diferenciación entre ‘conve-
nios’ y ‘acuerdos’”.30 En realidad, es tan amplio el concepto de “gestión 
y prestación de servicios propios” que, prácticamente, todos los acuer-
dos podrían, si los Estatutos así lo dispusieran, subsumirse en él, y de 
esta forma evitar la necesidad de autorización de las Cortes. Son, pues, 
los Estatutos los que tienen que establecer la distinción entre unos y 
otros. Distinción que, insisto, es de la máxima importancia, dado que 
de ella depende que la intervención de las Cortes Generales revista la 
forma de autorización o de mera comunicación.
Pero los Estatutos, vamos a verlo a continuación, lejos de clari-
ficar el tema lo han complicado. Lo cual es muy grave, pues es expre-
sión de que los redactores de los Estatutos, al igual que la mayoría de 
los constituyentes, eran ajenos a la importancia que revisten las rela-
ciones de cooperación horizontal. Vamos a examinar, en primer lugar, 
los distintos tratamientos estatutarios iniciales de la cooperación ho-
rizontal. A continuación examinaremos la regulación establecida en 
aquellas Comunidades que a partir de la VIII legislatura han aprobado 
nuevos Estatutos de Autonomía.
30.  Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit, p. 393.
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En primer lugar hay que poner de manifiesto que dos Estatutos 
de Autonomía, el de Aragón y el de Andalucía, no desarrollan sufi-
cientemente el artículo 145 de la Constitución. El Estatuto de Aragón 
no contiene más que una breve referencia al tema que nos ocupa. El 
artículo 16 en su apartado f) establece:
“Es también competencia de las Cortes de Aragón: f) Ratificar 
los acuerdos y convenios de cooperación en los que la Comunidad 
autónoma de Aragón sea parte”.
Las consecuencias de tan insuficiente regulación no pueden ser 
más claras. El artículo 145.2 de la Constitución diseña los “acuerdos" 
como una categoría residual, es decir, que son “acuerdos” todos los 
que no han sido definidos como “convenios” por el Estatuto. El Esta-
tuto de Aragón, por tanto, al no definir los convenios, en la práctica, 
está determinando que todas las relaciones interautonómicas de Ara-
gón deban incluirse en la categoría de “acuerdos” y, por consiguien-
te, requieran la autorización expresa de las Cortes Generales.
El Estatuto de Andalucía, por su parte, establece en su artícu-
lo 72.1:
“En los supuestos, condiciones y requisitos que determine el 
Parlamento (autonómico), la Comunidad Autónoma puede ce-
lebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la 
gestión y prestación conjunta de servicios propios de las mismas”.
La Constitución remite al Estatuto la regulación de los convenios 
y éste, a su vez, atribuye tal función a una ley autonómica. Se trata, 
pues, de un claro ejemplo de reenvío. La remisión estatutaria podría 
considerarse como una infracción del artículo 145.2 por desconstitu-
cionalizar de forma ilícita la materia. Pero parece más lógico pensar 
que la aprobación por las Cortes, mediante Ley Orgánica, del Estatu-
to, implica que aquéllas han considerado lícita tal remisión.
Señaladas las insuficiencias de los Estatutos aragonés y andaluz 
procede examinar el resto. Debemos averiguar qué entienden los Es-
tatutos por “gestión y prestación de servicios propios”, pues es este 
el único dato que la Constitución nos proporciona para distinguir 
entre acuerdos y convenios. En primer lugar analizaremos el signifi-
cado de la expresión “gestión y prestación de servicios” y dado que 
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no nos proporcionará ningún criterio de distinción, buscaremos éste 
en el calificativo de “propios” (3.1). Después, examinaremos el alcan-
ce dado por los Estatutos al término “comunicación” (3.2), la segunda 
nota definitoria de los “convenios” y que los distingue de los “acuer-
dos”, pues estos últimos no han de ser meramente comunicados sino 
autorizados por las Cortes Generales.
3.1. significado y alcance de “Gestión y prestación  
de servicios propios”
Los Convenios pueden tener por objeto el ejercicio de determi-
nadas competencias pero nunca su titularidad. Esto no es sino una 
exigencia del reiterado principio de indisponibilidad de las competen-
cias. Tal es el sentido de la expresión “gestión y prestación de servicios”: 
“Toda la actividad que esté atribuida a la competencia de las Comuni-
dades Autónomas es susceptible de convenios de colaboración. Pero 
sólo en cuanto a la gestión y prestación de los servicios correspondien-
tes, lo cual significa que estos convenios nunca pueden afectar a la ti-
tularidad de competencias, sino sólo al modo de ejercicio de las mismas 
(modo de gestión) o, en otras palabras, que no pueden afectar al “po-
der público” de que son titulares las Comunidades Autónomas, sino 
únicamente a las tareas y funciones que las mismas han de realizar en 
ejercicio del poder público que han asumido”.31 Ahora bien, es eviden-
te que tal sentido no nos sirve como criterio diferenciador entre “con-
venios” y “acuerdos” puesto que también éstos últimos en cuanto so-
metidos al principio general de indisponibilidad de las competencias 
habrán de versar sobre “gestión y prestación de servicios”. Es decir, las 
Cortes nunca podrán autorizar un acuerdo que, en sentido amplio, no 
signifique gestión y prestación, ya que, en caso contrario, estarían auto-
rizando un traspaso de la titularidad de las competencias, operación 
para la cual como poder constituido que son no están legitimadas.
En definitiva, todas las materias que entran dentro de las com-
petencias de las Comunidades Autónomas pueden constituir objeto 
de un convenio interregional. Carece, por tanto, de utilidad cualquier 
clasificación ratione materiae.
31. Menéndez Rexach, A., Los convenios entre Comunidades Autónomas, Madrid, Institu-
to de Estudios de Administración Local, 1982, p. 99.
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El significado del adjetivo “propios” que acompaña al sintagma 
anteriormente comentado ha sido muy discutido.
En todo caso, lo que importa subrayar es que “propios” no tiene 
porque identificarse con competencias exclusivas por dos razones. En 
primer lugar, porque tal criterio de distinción fue expresamente recha-
zado durante la elaboración del artículo 145. Y, en segundo lugar, por-
que dado que “exclusivas”, a pesar de lo que digan muchos Estatutos, 
son muy pocas competencias, con esta interpretación se reduce el cam-
po de actuación cooperativa de las Comunidades Autónomas.
Al limitarse a exigir el texto constitucional que las competencias 
sean “propias” hay que entender por tales tanto las exclusivas como 
las compartidas o concurrentes. Además el mismo Tribunal Constitu-
cional distinguió ya en su primera sentencia de 2 de febrero de 1981 
entre competencias propias y exclusivas.
En realidad y como todas las interpretaciones son posibles, y 
válidas, habrá que estar, una vez más, a lo dispuesto en los Estatutos 
de Autonomía. Y en este sentido, las diferentes soluciones adoptadas 
pueden agruparse, básicamente, en dos bloques:
a) Por un lado, los que entienden que el término “propias” se 
refiere siempre y en todo caso a “competencias exclusivas de las Co-
munidades Autónomas parte en el convenio”: Estatutos de Cataluña 
(artículo 27.1), Galicia (artículo 35.1), Asturias (artículo 21), Comunidad 
Valenciana (artículo 42), Castilla-La Mancha (artículo 40), Canarias 
(artículo 38), Extremadura (artículo 14) y Castilla-León (artículo 30).
b) Por otro, los que establecen la posibilidad de celebrar conve-
nios sobre “la gestión y prestación de servicios propios de su compe-
tencia”: Estatutos cántabro (artículo 30), riojano (artículo 15), murcia-
no (artículo 19), balear (artículo 17) y madrileño (artículo 14).32
32. El Estatuto Vasco y la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
Foral de Navarra (LORAFNA) dependiendo de la Comunidad con la que realicen los con-
venios, identifican “propios” con “exclusivos” o bien con “pertenecientes a”. Así el pri-
mero de ellos establece en su artículo 22. 1 que los convenios con otras Comunidades han 
de versar sobre “la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia 
de las mismas”. Pero si el convenio se realiza con otro territorio histórico (convenios in-
ternos o convenios con Navarra) puede versar sobre “servicios propios correspondientes a 
las materias de su competencia”. Similar distinción lleva a cabo la LORAFNA en los apar-
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Todas estas soluciones son constitucionales. Ahora bien, adoptar 
una u otra tiene importantes consecuencias prácticas. Y ello porque, 
según se adopte una u otra interpretación, se reduce la capacidad de 
las Comunidades Autónomas para celebrar convenios sin necesidad 
de autorización de las Cortes. Esto es algo que, pese a ser bastante 
evidente, pasó inadvertido a los redactores de varios Estatutos. Si se 
entiende “propios” como sinónimo de “competencias exclusivas”, 
todos los convenios sobre materias que no sean de competencia ex-
clusiva, es decir, la mayoría, serán considerados “acuerdos de coope-
ración” y por tanto requerirán la previa autorización de las Cortes. 
Por el contrario una interpretación amplia del término “propios” per-
mitirá incluir un mayor número de acuerdos interregionales en la 
categoría de convenios y hará innecesaria, por tanto, la autorización 
de las Cortes.
Se trataba, en suma, de aprovechar una remisión constitucional 
a los Estatutos realizada en términos tan amplios que resultaba difícil 
de imaginar que pudieran llegar a celebrarse acuerdos de cooperación 
que no encajasen dentro del tipo "convenios". Pero muchos Estatutos, 
incomprensiblemente, no lo entendieron así.
Las deficiencias de los Estatutos se extienden también a la deli-
mitación del concepto de “comunicación” a las Cortes Generales.
tados primero y segundo del artículo 70, con la única diferencia de que alude a los “terri-
torios limítrofes” y no a los históricos, concepto aquél más amplio La Ley Orgánica de 
Reintegración y Amejoramiento del Fuero de Navarra contiene en su Titulo II, “Facultades 
y competencias de Navarra”, un capítulo, el quinto, que bajo la rúbrica “Convenios y 
Acuerdos de Cooperación con las Comunidades Autónomas” dispone en su único artículo, 
el 70, lo siguiente: “1. Navarra podrá celebrar Convenios con las Comunidades Autónomas 
para le gestión y prestación de servicios propios correspondientes a materias de su exclu-
siva competencia. Dichos Convenios entrarán en vigor a los treinta días de su comunicación 
a las Cortes Generales, salvo que éstas acuerden en dicho plazo que, por su contenido, el 
Convenio debe seguir el trámite previsto en el apartado tercero para los Acuerdos de 
Cooperación. 2. Navarra podrá celebrar Convenios con la Comunidad Autónoma del País 
Vasco y con las demás Comunidades Autónomas limítrofes para la gestión y prestación de 
servicios propios correspondientes a las materias de su competencia. Dichos Convenios 
entrarán en vigor a los veinte días de su comunicación a las Cortes Generales. 3. Previa 
autorización de las Cortes Generales, Navarra podrá establecer Acuerdos de Cooperación 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco y con otras Comunidades Autónomas”. Más 
adelante veremos que, como de la lectura del precepto se desprende, la distinción se re-
fiere también al régimen de intervención de las Cortes.
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3.2. La delimitación del concepto de “comunicación”
De la misma forma que el artículo 145.2 remite a los Estatutos 
la previsión de los “supuestos, requisitos y términos” en que las 
Comunidades podrán celebrar convenios para la gestión y prestación 
de servicios propios, dicho precepto remite también a los Estatutos 
la regulación del “carácter y efectos de la correspondiente comu-
nicación a las Cortes Generales”.
Los Estatutos pueden regular, por tanto, el carácter y efec-
tos de la comunicación, pero necesariamente tienen que mante-
ner dicho régimen de comunicación. Entendiendo por tal el acto 
de poner en conocimiento de otra autoridad unos determinados 
hechos.
La “comunicación” se puede concretar en una simple “notifi-
cación”. En lo que no se puede convertir nunca es en la solicitud 
de una expresa autorización del Parlamento central porque ello 
implicaría salirnos del régimen de lo que hay que entender por 
comunicación.
En cualquier caso, el cumplimiento del requisito de la comu-
nicación, como destaca Menéndez Rexach, “no afecta para nada a 
la validez del convenio, sino que es condición suspensiva de la efi-
cacia, que queda demorada hasta que transcurra el plazo señalado”33.
El tratamiento estatutario, como ocurrió en el caso de la in-
terpretación del término “propios” resulta muy plural. Pero lo que 
conviene ya anticipar es que, muchos Estatutos han desnaturaliza-
do la “comunicación” otorgando a las Cortes por medio de la mis-
ma “una auténtica facultad de decisión sobre la naturaleza del 
acto”34.
El examen de los diferentes Estatutos de Autonomía permite 
agrupar estos, principalmente, en dos bloques, dado que es fácil 
distinguir dos tipos de “comunicación” diferentes:
33.  Menéndez Rexach, A., Los convenios entre…, ob. cit., p. 119.
34. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., p. 411.
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a) Por un lado, el Estatuto valenciano, para todo tipo de convenios,35 
y los Estatutos vasco, sólo para convenios con otros territorios 
históricos,36 y navarro (LORAFNA), sólo para convenios con territorios 
limítrofes,37 se limitan a señalar un plazo para la entrada en vigor del 
convenio, con la finalidad de que durante ese tiempo las Cortes Ge-
nerales conozcan su celebración. Solamente en estos tres supuestos 
estatutarios se recoge una auténtica “comunicación”. Este régimen 
jurídico resulta el más acorde con las exigencias constitucionales.
b) Por otro lado, todos los demás Estatutos, (salvo el de Aragón 
que no regula el tema), es decir, catalán,38 cántabro,39 canario,40 na-
35. Artículo 42. 1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma valenciana: “La Generalidad 
Valenciana podrá celebrar convenios de colaboración para la gestión y prestación de ser-
vicios correspondientes a materia de su exclusiva competencia, tanto con el Estado como 
con otras Comunidades Autónomas. Dichos acuerdos deberán ser aprobados por las Cor-
tes Valencianas y comunicados a las Cortes Generales, entrando en vigor a los treinta días 
de su publicación”.
36. Artículo 22. 2 del Estatuto de la Comunidad Autónoma Vasca: “La Comunidad Autó-
noma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la gestión y pres-
tación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, siendo 
necesaria su comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado 
esta comunicación, los convenios entrarán en vigor”.
37. Artículo 70. 2 de la LORAFNA: Transcrito en nota número 29.
38. Artículo 27. 1. del Estatuto de la Comunidad Autónoma catalana: “Para la gestión y 
prestación de servicios propios correspondientes a materias de su exclusiva competencia, 
la Generalidad podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas. Estos acuer-
dos deberán ser aprobados por el Parlamento de Cataluña y comunicados a las Cortes 
Generales y entrarán en vigor a los treinta días de esta comunicación, salvo que éstas 
acuerden en dicho plazo que, por su contenido, el convenio debe seguir el trámite previs-
to en el párrafo 2 de este artículo, como acuerdo de cooperación”.
39. Artículo 30 del Estatuto de la Comunidad Autónoma cántabra: “La Diputación Regio-
nal de Cantabria podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la 
gestión y prestación de servicios propios de su competencia, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 145. 2 de la Constitución. estos acuerdos deberán ser aprobados por la 
Asamblea Regional y comunicados a las Cortes, y entrarán en vigor a los treinta días de la 
comunicación, salvo que éstas acuerden en dicho plazo que, por su contenido, el convenio 
debe seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente, como acuerdo de cooperación”.
40. Artículo 38. 1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma canaria: “Para la gestión y 
prestación de servicios propios correspondientes a materias de su exclusiva competencia, 
la Comunidad Autónoma de Canarias podrá celebrar convenios con otras Comunidades 
Autónomas. Estos acuerdos deberán ser aprobados por el Parlamento Canario y comuni-
cados a las Cortes Generales, y entrarán en vigor a los treinta días de esta comunicación, 
salvo que éstas acuerden, en dicho plazo, que, por su contenido, el convenio debe seguir 
el trámite previsto en el apartado 2 de este artículo, como acuerdo de cooperación”.
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varro41 (salvo la excepción contenida en el apartado anterior), balear,42 
murciano,43 vasco44 (salvo la excepción contenida en el apartado an-
terior), gallego,45 asturiano46, castellano-manchego,47 extremeño,48 
41. Artículo 70. 1 de la LORAFNA. Transcrito en nota número 29.
42. Artículo 17 del Estatuto de la Comunidad Autónoma balear: “En materia de prestación 
y gestión de servicios propios de la Comunidad Autónoma podrá ésta celebrar convenios 
con otras Comunidades Autónomas. Estos acuerdos deberán ser adoptados por el Parla-
mento y comunicados a las Cortes Generales, y entrarán en vigor a los sesenta días de 
dicha comunicación, salvo que éstas en dicho plazo estimen que se trata de acuerdo de 
cooperación, según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 145 de la Constitución”.
43. Artículo 19.2 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Murcia: “No obstante lo 
dispuesto en el número anterior, y sin más requisitos que la previa comunicación a las 
Cortes, la Región podrá celebrar convenios con otras Comunidades para la gestión y pres-
tación de servicios que les son propios… En los treinta días siguientes a la recepción de la 
comunicación, cualquiera de las Cámaras podrá instar a que por razón de su contenido el 
convenio siga el trámite de autorización previsto en el artículo 145.2, segundo inciso, de 
la Constitución”.
44. Artículo 22.1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma Vasca: “La Comunidad Autó-
noma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y 
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración 
de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes 
Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el 
plazo de treinta días, a partir de la recepción de la comunicación, el convenio deberá seguir 
el trámite previsto en el párrafo 3º de este artículo” (autorización previa).
45. Artículo 35 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Galicia: “La Comunidad Au-
tónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y 
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración 
de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes 
Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el 
plazo de treinta días, a partir de la recepción de la comunicación, el convenio deberá seguir 
el trámite previsto en el párrafo siguiente” (autorización previa).
46. Artículo 21.1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Asturias: “El Principado de 
Asturias podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y 
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración 
de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes 
Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el 
plazo de treinta días a partir de la recepción de la comunicación, el convenio deberá seguir 
el trámite previsto en el párrafo siguiente” (autorización previa).
47. Artículo 40.1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Castilla la Mancha: “La 
Junta de Comunidades podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para 
la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La 
celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada 
a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las Cámaras, manifiestan repa-
ros en el plazo de treinta días a partir de la recepción de la comunicación, el convenio 
deberá seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente” (autorización previa).
48. Artículo 14 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Extremadura: “La Comunidad 
Autónoma de Extremadura podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas 
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madrileño,49 castellano-leonés,50 andaluz51 y riojano,52 llevan a cabo 
una auténtica dejación en manos de las Cortes de la facultad de cali-
ficar el texto como acuerdo o como convenio.
De lo anterior podemos extraer la siguiente conclusión: consti-
tuyen una excepción los Estatutos en los que la comunicación simple-
mente produce una vacatio legis de la eficacia del convenio. En la 
inmensa mayoría de ellos el efecto que dicha comunicación produce 
es habilitar a las Cortes para que en caso de que “manifiesten reparos” 
cualquier “convenio” haya de ser tramitado como “acuerdo”. En de-
finitiva, como advierte Santolaya, “se produce en la generalidad de 
los casos una dejación de la titularidad estatutaria en manos de las 
Cortes Generales, de forma que van a ser éstas, en la práctica, las 
encargadas de encasillar cada uno de los supuestos concretos en uno 
de los dos tipos, facultad que según la Constitución correspondía a 
para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. 
La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comuni-
cada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales o alguna de las Cámaras manifiestan 
reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la comunicación, el conve-
nio deberá seguir el requisito previsto en el apartado siguiente” (autorización previa).
49. Artículo 32.1 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Madrid: “La Comunidad de 
Madrid podrá celebrar convenios de cooperación con otras Comunidades Autónomas, en 
especial con las limítrofes, para la gestión y prestación de servicios propios de la compe-
tencia de las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, 
deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales o alguna de las 
Cámaras manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la 
comunicación, el Convenio deberá seguir el trámite previsto en el apartado siguiente” 
(autorización previa).
50. Artículo 30 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Castilla-León: “La Comunidad 
de Castilla y León podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la 
gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La 
celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada 
a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las Cámaras, manifestaran 
reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la comunicación, el conve-
nio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente” (autorización previa).
51. Artículo 72.3 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de Andalucía: “El Parlamento 
comunicará a las Cortes Generales, a través del Presidente, la celebración, en su caso, de 
los convenios previstos en los apartados anteriores, que entrarán en vigor a los treinta 
días de tal comunicación. Si las Cortes Generales o alguna de las Cámaras formularan 
objeciones en dicho plazo, a partir de la recepción de la comunicación, el Convenio debe-
rá seguir el trámite previsto en el número siguiente de este artículo” (autorización previa).
52. Artículo 15.2 del Estatuto de la Comunidad Autónoma de La Rioja: “Una vez aproba-
dos los convenios, se comunicarán a las Cortes Generales y entrarán en vigor, a tenor de 
lo que en los mismos se establezca, transcurridos treinta días desde la recepción de la 
comunicación en las Cortes Generales, si éstas no manifestasen reparo”.
229
REAF, núm. 11, octubre 2010, p. 206-254
Los convenios de cooperación entre Comunidades Autónomas
los Estatutos, con la desventaja adicional de que los Estatutos no ofre-
cen un panorama mínimamente claro y coherente para la distinción 
entre convenios y acuerdos por razón de la materia”.53
Se posibilita así un control adicional de las Cortes sobre las Co-
munidades Autónomas no previsto en la Constitución. Atendiendo al 
artículo 145.2 de la Constitución es posible defender que las Cortes, 
en modo alguno, pueden “recalificar” el convenio. La única forma 
admisible de control de la constitucionalidad del convenio es la pre-
vista en el artículo 162 de la Constitución y llevada a cabo por el Tri-
bunal Constitucional. Pero la mayor parte de los Estatutos de Auto-
nomía, paradójicamente, no lo han entendido así.
En definitiva, no se acierta a comprender por qué ante el ejer-
cicio cooperativo de las competencias autonómicas sea preciso esta-
blecer modalidades adicionales de control que no existen cuando las 
Comunidades Autónomas ejercen esas mismas competencias de forma 
aislada.
Los Estatutos al establecer ese control adicional de las Cortes 
han desnaturalizado por completo el régimen de la “comunicación”, 
y han realizado, por tanto, una práctica unificación de los instrumen-
tos del “convenio” y del “acuerdo”. Las regulaciones estatutarias res-
tringen las facultades de las Comunidades Autónomas de una forma 
difícilmente conciliable con el espíritu y con la letra del artículo 145.2. 
Lo que el régimen de “comunicación” de los “convenios” pretendía, 
a diferencia del régimen de “autorización” de los “acuerdos” era 
establecer un campo de actuación interregional al margen del control 
de las Cortes Generales. Los Estatutos de Autonomía, sin embargo, 
han renunciado, como hemos visto, a tal campo de actuación coope-
rativa autonómica.
Un último problema relacionado con el tema que nos ocupa es 
determinar qué ocurre cuando se celebra un convenio entre dos Co-
munidades que prevén distinto régimen de intervención de las Cortes. 
En estos casos, no parece que quepa otra solución que aplicar el régi-
men estatutario más restrictivo. Es decir, si una Comunidad interpreta 
“propio” como “exclusivo” y otra como “no ajeno” habrá que enten-
53. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., p. 415.
230
REAF, núm. 11, octubre 2010, p. 206-254
Javier Tajadura Tejada
der que el convenio no es posible y que es necesario un acuerdo de 
cooperación. De la misma manera si una Comunidad establece un 
régimen de auténtica “comunicación” y otra permite a las Cortes re-
calificar el convenio como acuerdo habrá que entender que esto úl-
timo es posible.
Este problema nos llevará a propugnar –en el último epígrafe 
de este trabajo– una reforma tendente a establecer una regulación 
homogénea de estos instrumentos en el bloque de constitucionalidad. 
En la medida en que la remisión a los Estatutos no puede garantizar 
la necesaria uniformidad, tal regulación se debería remitir a una Ley 
Orgánica General de Cooperación. Y para zanjar cualquier discusión 
dogmática sobre su legitimidad, lo más acertado resultaría la inclu-
sión de una referencia expresa a la misma en el propio Texto cons-
titucional.
3.3. La aprobación de los convenios y acuerdos  
de cooperación
La competencia para aprobar los convenios y acuerdos interre-
gionales es una cuestión de organización interna de cada Comunidad 
Autónoma. La cuestión de la aprobación definitiva del convenio por 
el órgano de gobierno o por la asamblea legislativa de la Comunidad 
Autónoma depende por completo de la regulación estatutaria del 
tema, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 145.2.
En un examen del tratamiento estatutario de la materia, lo pri-
mero que llama la atención es que los Estatutos de Galicia, de Extre-
madura, y del País Vasco no contienen regla alguna al respecto. Tam-
poco el Estatuto de Andalucía, si bien este último afirma, en su 
artículo 72, que tal regulación se hará mediante ley del Parlamento 
andaluz. El resto de las regulaciones puede clasificarse en 3 bloques:
a) La intervención más intensa de la asamblea legislativa en este 
tema es la contenida en el artículo 17 del Estatuto de la Rioja. Corres-
ponde al Parlamento no sólo aprobar sino también autorizar al go-
bierno regional la realización de cualquier convenio o acuerdo.
b) Por otro lado, los Estatutos de Cataluña (artículo 27), Cantabria 
(artículo 9.1.d), Comunidad Valenciana (artículo 42), Castilla-La Man-
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cha (artículo 9.2), Canarias (artículo 38) y Baleares (artículo 17), esta-
blecen simplemente que sus respectivos Parlamentos aprueban los 
convenios y acuerdos. Junto a éstos, los Estatutos de Aragón (artículo 
16f), Madrid (artículo 14, párrafos 13 y 14), y Castila-León (artículo 14, 
párrafos 13 y 14) atribuyen al Parlamento la facultad de “ratificar” 
los convenios y acuerdos.54
c) Finalmente, fórmula diferente es la contenida en los Estatutos 
de Asturias (artículo 24.7), Murcia (artículo 23.7) y Navarra (artículo 
26b, en relación exclusivamente con los convenios, no con los acuerdos, 
aunque el Reglamento del Parlamento Foral ha unificado el régimen 
de ambos). En ellos se establece, con carácter general, la necesidad 
de una autorización previa por parte de las Asambleas legislativas 
autonómicas, para la celebración de acuerdos y convenios. Pero nada 
se dice en ellos sobre a quién compete su aprobación.
El examen de la regulación de la aprobación de los instrumentos 
cooperativos en los distintos Estatutos de Autonomía, nos pone de 
manifiesto, que la gran mayoría de ellos (vasco, catalán, gallego, as-
turiano, cántabro, murciano, castellano-leonés, castellano-manchego, 
canario, balear, extremeño, madrileño, ceutí y melillense) aborda el 
tema no como si se tratase de una forma de ejercicio de sus propias 
competencias, sino como si se tratase de una competencia sustantiva 
propia que necesita de una específica regulación.
El hecho de haber adoptado este enfoque material de la co-
operación (como si elaborar convenios fuera una competencia sus-
tantiva), y no uno meramente formal, ha determinado una extraor-
dinaria complicación del tema. Se podría sencillamente haber 
prescindido de la regulación de la “aprobación” de los convenios 
pues la lógica del sistema hubiera atribuido por sí misma dicha com-
54. Hay que dejar constancia de que jurídicamente hablando “aprobación” y “ratificación” 
no son términos equivalentes. La “aprobación” supone que el proyecto de convenio o de 
acuerdo es tramitado como un proyecto de Ley ordinario proveniente del gobierno autó-
nomo, que en su regulación dependerá de los Reglamentos de las respectivas asambleas 
legislativas, pero que, en cualquier caso, ha de incluir la posibilidad de enmendar el pro-
yecto. Esa posibilidad de enmienda no cabe en la “ratificación”, término procedente del 
ámbito del Derecho Internacional Público. Sin embargo, en la práctica hay que entender 
que la facultad de enmendar los proyectos de convenio o acuerdo está limitada. La intro-
ducción de cualquier modificación unilateral en el mismo, implicaría, de hecho, como 
veremos, el rechazo del acuerdo o convenio.
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petencia: allí donde el ejercicio aislado de la competencia correspon-
de al gobierno, aprobación gubernamental, allí donde el ejercicio 
individual de la competencia corresponde al parlamento, aprobación 
parlamentaria. Este criterio sigue siendo perfectamente válido como 
criterio de interpretación y supletorio de las regulaciones estatu-
tarias.
En cualquier caso, el resultado del referido enfoque, ha sido un 
extraordinario reforzamiento de las posiciones de los Parlamentos 
autónomos en la materia. Este control parlamentario que, inicialmen-
te, es un dato a favor del carácter democrático del sistema, presenta, 
sin embargo, una dimensión no tan positiva, en cuanto que introdu-
ce unas dosis de rigidez incompatibles con la agilidad requerida por 
este tipo de instrumentos. En este sentido, la doctrina ha subrayado 
que los convenios han de ser necesariamente instrumentos ágiles en 
su actuación por las propias necesidades que los mismos tratan de 
satisfacer. Desde esta óptica, es evidente que algunos Estatutos han 
llevado demasiado lejos los requisitos del control parlamentario. El 
resultado de todo ello ha sido una muy escasa utilización del artículo 
145. La rigidez del procedimiento de aprobación de los convenios, 
unida al doble deseo de los Gobiernos Autonómicos de evitar la in-
tervención parlamentaria en la materia y el control de los órganos 
centrales del Estado ha frenado el desarrollo de las relaciones inte-
rautonómicas y las ha trasladado, en palabras de Albertí, “del ámbito 
de las relaciones públicas juridificadas y formalizadas hacia el de las 
relaciones informales y no institucionalizadas, mucho más confusas y 
opacas al control democrático”55. En suma, la cooperación horizontal 
se ha canalizado a través de mecanismos distintos a los previstos en 
el artículo 145.2 de la Constitución, fundamentalmente mediante con-
sultas o acuerdos informales entre los Gobiernos o las Administracio-
nes respectivas.
3.4. Eficacia jurídica de los convenios y acuerdos
Debemos abordar ahora otro tema problemático. Se trata de 
analizar si existen convenios o acuerdos normativos en sentido estric-
55. Albertí Rovira, E., “Relaciones entre las administraciones públicas” en La nueva Ley de 
Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
común (Leguina, J. y Sanáchez, M. dirs.), Madrid, Tecnos, 1993, p. 50.
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to, es decir, si de los propios actos de cooperación pueden surgir nor-
mas jurídicas. La doctrina ha rechazado tal posibilidad.56
Santolaya sostiene al respecto que los convenios no pueden, en 
ningún caso, ser considerados como fuentes autónomas del Derecho. 
“Otorgarles tal característica –afirma el autor citado– supondría la 
admisión de un tercer nivel dotado de autonomía legislativa inter-
puesto entre las Comunidades Autónomas aisladamente consideradas 
y el Estado Central, que va contra el sistema mismo de reparto de 
competencias del Texto Constitucional”. Por tanto, no es correcto ha-
blar de normas jurídicas surgidas mediante convenios o acuerdos de 
cooperación, porque en todo caso es necesario incorporar el conteni-
do de los mismos a instrumentos dispositivos propios del sistema de 
fuentes de las Comunidades Autónomas.
Lo anterior nos exige plantearnos cuál es la eficacia jurídica de 
los convenios y acuerdos de cooperación.
Con respecto a terceros podemos afirmar que el contenido de 
los acuerdos carece de cualquier virtualidad para vincular sus conduc-
tas. El contenido de los acuerdos no es eficaz respecto a terceros has-
ta que no se incorpore a una norma autonómica.
Con respecto a las partes firmantes el único efecto jurídico del 
convenio o acuerdo vendría determinado por el principio de buena 
fe. Las partes quedan obligadas a hacer todo lo que esté en sus manos 
para convertir el contenido del acuerdo en norma. Si dicha facultad 
corresponde al gobierno autonómico que ha adoptado el convenio 
la conversión será inmediata. Por el contrario, si corresponde al Par-
lamento de la Comunidad Autónoma, la obligación del gobierno se 
cifra en solicitar de aquél el voto afirmativo para la referida conversión.
Ahora bien, en este último supuesto, la operación de “conver-
sión” consistente en dar cobertura jurídica al contenido del convenio 
o acuerdo, nos pone de manifiesto que, con independencia de lo que 
establezcan los Estatutos de Autonomía, nos encontramos más ante 
una “ratificación” de un texto que ante una “aprobación” del mismo. 
56. Santolaya Machetti, P., Descentralización…, ob. cit., p. 448. Menéndez Rexach, A., Los 
convenios entre…, ob. cit., p. 114. La admite, por el contrario, Rodríguez-Zapata y Pérez, 
J., “Comentario al…”, ob. cit., pp. 81 y ss.
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Y ello, porque el Parlamento sólo puede rechazar o aprobar en bloque 
el proyecto del gobierno. En caso contrario, es decir, si admitiéramos 
la posibilidad de enmendar el texto, estaríamos impidiendo que este 
produjera efecto jurídico alguno. Requisito de la eficacia de los con-
venios o acuerdos es la creación de dos o más normas regionales ab-
solutamente paralelas por lo que en el momento en que una Comu-
nidad enmienda el texto, dicho paralelismo desaparece, lo que 
provoca la ineficacia del convenio o acuerdo.
En los supuestos de “acuerdos” autorizados por las Cortes, lo 
anterior resulta aun más evidente. En estos casos, la autorización de 
las Cortes Generales, requisito de validez del acuerdo, se presta a un 
proyecto de acuerdo con un contenido concreto. Dicha autorización 
sólo vale a condición de que se mantenga lo acordado. El Parlamento 
de la Comunidad Autónoma puede aprobar o no el texto pero, en 
modo alguno, puede modificarlo puesto que tal modificación conver-
tiría en inoperante la autorización de las Cortes para su celebración.
En relación con los convenios, aunque éstos no requieran la au-
torización de las Cortes, también hay que admitir que cualquier mo-
dificación del proyecto haría inoperante el convenio. Puesto que que-
braría el paralelismo normativo que da eficacia al convenio.
Todo lo dicho hasta ahora determina que la vida de los convenios 
y acuerdos no esté exenta de graves tensiones motivadas por su pe-
culiar e híbrida naturaleza: normas autonómicas, por una parte, y que 
como tales podrían ser derogadas por normas posteriores; normas que 
formalizan un pacto previo, pacto que por el principio pacta sunt 
servanda ha de ser respetado y no es susceptible de modificación 
unilateral. Vamos a referirnos, brevemente, a continuación, a algunos 
de estos problemas.
A)	 Entrada	en	vigor
La entrada en vigor se debe producir necesariamente en la mis-
ma fecha para todas las Comunidades parte en el convenio o acuerdo. 
Lo más conveniente es que sea el propio instrumento cooperativo el 
que disponga sobre el tema. Sin embargo los Estatutos han optado 
por fijar un plazo para dicha entrada en vigor, generalmente de trein-
ta días a partir de la comunicación a las Cortes.
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Por de pronto esto plantea el problema de qué ocurre cuando 
la regulación estatutaria del tema no es coincidente. En estos casos 
habrá que estar al plazo más amplio. Y ello porque los problemas que 
plantea adelantar la entrada en vigor para la Comunidad que prevé 
un plazo más largo, son siempre mayores que los que ocasiona retra-
sar dicha entrada a la Comunidad que dispone de un plazo menor.
En otros casos, puede ocurrir que el convenio o acuerdo, por su 
concreto contenido, no pueda entrar en vigor en el plazo señalado 
estatutariamente. Entonces habrá que estar, obviamente, a lo que el 
propio instrumento cooperativo disponga.
B)	 Interpretación
El tema no es objeto de una regulación específica. Sería intere-
sante que los propios convenios contuvieran normas de interpretación 
e incluso que establecieran la utilización del sistema de comisiones 
mixtas para solventar las posibles diferencias que de la misma pudie-
ran surgir.
C)	 Posibilidad	de	modificación	y	derogación	unilateral
La doctrina discute si los convenios o acuerdos pueden o no ser 
modificados o derogados unilateralmente. La respuesta a este inte-
rrogante depende de la posición que se adopte respecto a la natura-
leza de los convenios o acuerdos. En este sentido, y por lo que hemos 
dicho hasta ahora, resultaría incoherente rechazar la posibilidad de 
derogar unilateralmente el convenio. La consideración de que el con-
venio no tiene efectos jurídicos hasta que se formaliza mediante las 
respectivas normas autonómicas unilaterales implica que, mediante 
posteriores normas autonómicas, igualmente unilaterales, cabe dero-
gar el convenio.
Frente a esto se alude al criterio de elaboración de la norma que 
formaliza el convenio y se dice que dado que la norma tiene origen 
en un pacto, por esa especialidad procedimental en cuanto a su ela-
boración, no puede ser modificada unilateralmente. La ley autonómi-
ca que formalice un convenio sería una ley-pacto que solo mediante 
otro pacto podría ser modificada o derogada.
236
REAF, núm. 11, octubre 2010, p. 206-254
Javier Tajadura Tejada
Esta tesis es totalmente inaceptable. Ante todo porque la cate-
goría de “ley paccionada” es una contradicción en los términos. O es 
ley o es pacto. Toda ley es, por su propia naturaleza, unilateral, y ello 
con independencia de como haya sido elaborada.57
Pero por si esto no fuera suficiente, en el tema concreto que nos 
ocupa, la tesis “pactista” no puede ser aceptada porque atenta contra 
lo que podemos considerar límite fundamental de la cooperación ho-
rizontal: el principio de indisponibilidad competencial. Las competencias 
cuyo ejercicio se conviene común, deben poder, en cualquier momento, 
ejercerse individualmente, si las Comunidades interesadas así lo prefie-
ren. El que una Comunidad Autónoma regule en un momento deter-
minado el ejercicio de una competencia que le pertenece, mediante 
una norma que plasma el contenido de un acuerdo, no puede suponer 
que en el futuro lo tenga que hacer siempre así; esto supondría una 
limitación inadmisible sobre el uso de sus propias competencias.58
La derogación unilateral de un convenio o acuerdo resulta, por 
tanto, posible. Y respecto a la posibilidad de introducir modificaciones 
unilaterales en el convenio o acuerdo hay que decir que los efectos 
de cualquier modificación, no concertada, son la derogación del acuer-
do, por desaparición de un requisito fundamental de su vigencia: el 
paralelismo entre una o varias normas autonómicas.
Establecido lo anterior hay que reconocer que nada impide, an-
tes bien, resultaría muy conveniente, prever un sistema de garantías 
57. Sostener lo contrario implicaría consecuencias absurdas de gran calibre. Imaginemos 
que el Gobierno de la Nación pacta con los sindicatos un proyecto de ley de huelga, dicho 
proyecto se presenta ante las Cortes y éstas lo aprueban. ¿Es imaginable concebir que 
dado que dicha ley, como tantas otras hoy en día, formaliza un pacto previo, sólo median-
te un pacto posterior pueda ser modificada o derogada? Evidentemente, no. Que una 
norma con rango de ley tenga su origen en un pacto no significa en modo alguno que 
tenga naturaleza paccionada y no unilateral como es de esencia a la misma. Bajo la tesis 
contraria subyace una peligrosa confusión entre el contenido y la forma de un instrumen-
to dispositivo.
58. Santolaya Machetti, P., Descentralización..., ob. cit., p. 455. Menéndez Rexach se opo-
ne a esta argumentación alegando que, por la misma razón, “las Cortes Generales podrían, 
por Ley Orgánica, modificar un Estatuto”. Menéndez Rexach, A., Los convenios entre…, 
ob. cit., p. 140. A esto cabe replicar que, en principio sí, por la misma razón tal cosa sería 
posible. Ahora bien, no lo es por imperativo constitucional. Es decir, si las Cortes no pueden 
modificar los Estatutos es porque la Constitución en su artículo 147.3 establece que “la 
reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos”.
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para el cumplimiento de los instrumentos cooperativos mediante el 
establecimiento de algún régimen de “sanciones” contra las Comuni-
dades que no cumplan sus compromisos adquiridos.
4. La cooperación horizontal en los nuevos Estatutos 
de Autonomía
Como hemos visto, la regulación de los convenios de cooperación 
es manifiestamente mejorable. En este sentido, en una Jornada de 
Estudio celebrada en el CEPC y dedicada al análisis de las relaciones 
intergubernamentales en el contexto de las reformas territoriales de 
la VIII Legislatura, M. J. García Morales, una de las más lúcidas estu-
diosas del tema que nos ocupa sostuvo lo siguiente: "Dado que la 
regulación de los convenios entre CC.AA., por remisión del artículo 
145.2 CE corresponde a los Estatutos, estos pueden mejorar la calidad 
técnica del régimen de los convenios, en particular, eliminando requi-
sitos gravosos que, en lugar de agilizar esta forma de colaboración, 
la han desincentivado. ( ) El proceso de reformas estatutarias es una 
buena ocasión para replantear la actual intervención de los parlamen-
tos autonómicos en la celebración de convenios horizontales".59
Lamentablemente, la ocasión ha sido prácticamente desperdi-
ciada. Así la misma autora, una vez concluidas las reformas de la VIII 
Legislatura que dieron lugar a seis nuevos Estatutos de Autonomía, 
ha escrito que la regulación de la cooperación horizontal "ha sido en 
la mayoría de los casos, un reto jurídico secundario en los nuevos Es-
tatutos sobre el que se podía haber hecho mucho más".60
Un examen de las disposiciones de los nuevos Estatutos relativas 
a nuestro tema confirma que el legislador estatuyente, salvo merito-
rias y puntuales excepciones, no prestó la atención debida al mismo.
A) Comunidad Valenciana. El artículo 59 del nuevo Estatuto re-
gula los convenios de colaboración en los mismos términos que lo 
59. García Morales, M. J., Las relaciones intergubernamentales en el Estado Autonómico 
(García Morales, M. J., Montilla, J. A., Arbos, X.), Madrid, CEPC, 2006, pp. 43-44.
60. García Morales, M. J., “Presentación” en Revista Jurídica de Castilla y León, Número 
monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Autonomía, 
Valladolid, 2009,p. 16.
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hacía el Estatuto de 1982 en su artículo 42. Así, sigue circunscribiendo 
el ámbito material sobre el que pueden celebrarse convenios a las 
materias sobre las que la Comunidad tenga competencia exclusiva. Y 
exige que los convenios sean aprobados por las Cortes Valencianas 
por mayoría absoluta. Por ello la reforma estatutaria ha sido califica-
da con meridiana claridad y acierto pleno como "una ocasión perdida".61 
La intervención de las Cortes Valencianas sólo se justifica cuando 
la eficacia del convenio exija la aprobación de una norma legal, y la 
vinculación de los convenios al ejercicio de competencias exclusivas 
de la Comunidad determina que muchas materias pasan a la órbita de 
los acuerdos, esto es al instrumento que en todo caso requiere auto-
rización de Cortes Generales.
B) Cataluña. El nuevo Estatuto dedica el artículo 178 a la regu-
lación de los convenios y acuerdos de cooperación con otras CC. AA. 
En primer lugar, precisa algunos contenidos de los convenios de co-
operación: creación de órganos mixtos, establecimiento de proyectos, 
planes y programas conjuntos. En segundo lugar y esto merece un 
juicio positivo, se regula la intervención parlamentaria de la siguien-
te forma: "La suscripción de los convenios y acuerdos sólo requiere la 
aprobación previa del Parlamento en los casos en que afecten a las 
facultades legislativas. En los demás casos, el Gobierno debe informar 
al Parlamento de la suscripción en el plazo de un mes a contar desde 
el día de la firma". Se agiliza así el procedimiento de suscripción de 
este tipo de instrumentos. En tercer lugar, y esto ya no resulta positi-
vo, mantiene la facultad de recalificación del convenio por parte de 
las Cortes Generales: "Los convenios de colaboración suscritos por la 
Generalidad con otras Comunidades Autónomas deben ser comuni-
cados a las Cortes Generales y su vigencia empieza sesenta días después 
de esta comunicación, salvo que las Cortes Generales decidan que 
deben calificarse como acuerdos de cooperación que requieren la 
autorización previa a que se refiere el artículo 145.2 CE". En definiti-
va, el Estatuto de Cataluña corrige uno de los problemas apuntados, 
el relativo a la intervención parlamentaria autonómica, pero, incom-
prensiblemente, no elimina esa facultad recalificatoria de las Cortes 
que la Constitución, como vimos, en modo alguno impone.
61. Ridaura Martínez, M. J., “Comunidad Valenciana” en Revista Jurídica de Castilla y León, 
Número monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Au-
tonomía…, ob. cit., p. 45.
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C) Islas Baleares. Los convenios y acuerdos de cooperación están 
regulados en el artículo 118 del nuevo Estatuto. En relación con el 
artículo 17 del Estatuto inicial, introduce dos novedades. Desde las 
premisas de este estudio, una merece un juicio positivo mientras que 
la otra no. La primera novedad es la supresión de la intervención del 
Parlamento de las Islas Baleares en el procedimiento. Es evidente que 
esto contribuirá a agilizarlo, y en todo caso, cuando el contenido del 
acuerdo exija su traducción en norma legal, la intervención del Parla-
mento seguirá siendo obligada. Lo que la supresión determina es que 
el Parlamento no deberá ya pronunciarse en aquellos casos en que la 
eficacia del convenio solo requiere la aprobación de normas regla-
mentarias. La segunda novedad consiste en que, manteniéndose la 
facultad recalificatoria de las Cortes, se eleva a sesenta días el plazo 
para la entrada en vigor tras su comunicación a las Cortes. Comparti-
mos por ello el juicio formulado por Calafell: "El aumento del plazo 
beneficia a las Cortes, pero en nada favorece a las CC. AA. Por una 
parte, la modificación conlleva dilatar aun más la entrada en vigor de 
los convenios ( ) Por otra, el incremento del plazo produce el efecto 
paradójico de posibilitar que las Cortes dispongan de más tiempo para 
oponer reparos a un convenio ( ) La reforma del Estatuto de Autono-
mía de las Illes Balears debería haber eliminado esta facultad de las 
Cortes Generales. No ha sido así y, en cambio, se ha optado por refor-
zar las atribuciones de control de las Cortes Generales lo que obvia-
mente merece una valoración negativa".62
D) Andalucía. Como ha subrayado Carmona, "la voluntad expre-
sa de mantener ‘en términos generales la actual redacción de los pre-
ceptos que se refieren a esta materia –esto es, las relaciones con otras 
CC.AA.– en el actual Estatuto de Autonomía’ contenida en el Informe 
de la Ponencia sobre la reforma del Estatuto ha sido objeto de un 
respeto más que escrupuloso".63 Por ello nada de extraño tiene que, 
a pesar de las deficiencias del artículo 72 del Estatuto inicial, el nuevo 
Estatuto se limite a reproducir las previsiones de aquel. En primer 
lugar, el Estatuto continua remitiendo la regulación del tema a una 
62. Calafell Ferra, V. J., “Islas Baleares” en Revista Jurídica de Castilla y León, Número 
monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Autonomía…, 
ob. cit., p. 136.
63. Carmona Contreras, A. M., “Andalucía” en Revista Jurídica de Castilla y León, Número 
monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Autonomía…, 
ob. cit., p. 192. Informe de la Ponencia aprobado el 21 de junio de 2005.
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Ley del Parlamento. En segunda lugar, mantiene expresamente en el 
art. 226.2 la facultad de recalificación de las Cortes. La única novedad 
consiste en la previsión contenida en el artículo 226.1 in fine, según 
la cual corresponde al Parlamento autonómico la facultad de "control 
y seguimiento" de los convenios. En relación con ella, coincidimos con 
Carmona en que "al indudable valor que esta actividad presenta des-
de la perspectiva del control democrático de la actividad guberna-
mental debe contraponerse el efecto de ralentización y disminución 
de agilidad que con ella se proyecta sobre la actividad de colaboración 
intergubernamental".64
E) Aragón. El artículo 91 del Estatuto de Aragón incluye modi-
ficaciones de interés. En primer lugar, atribuye al Gobierno autonó-
mico la facultad de celebrar convenios. Por ello no es necesaria ya la 
autorización de las Cortes de Aragón, basta la mera comunicación a 
las mismas del convenio en cuestión. En segundo lugar, por lo que se 
refiere a los efectos de la comunicación a las Cortes, el Estatuto seña-
la que se comunicarán en el plazo de un mes, pero, a diferencia de 
otros, no limita su eficacia a ningún plazo por lo que debemos enten-
der que surten efectos desde su firma. Finalmente, el nuevo Estatuto 
remite a una ley de las Cortes de Aragón, la regulación del régimen 
jurídico de los acuerdos. Podemos por ello concluir con de Pedro Bonet 
que "se ha avanzado en la flexibilización de las relaciones de colabo-
ración ( ) y en la importancia que se les da a estas relaciones, lo cual 
es un avance importante".65
F) Castilla y León. El nuevo Estatuto castellano-leonés incorpora 
a su articulado un capítulo específico, el Capítulo I del Título IV, dedi-
cado a las relaciones de la Comunidad Autónoma, con el Estado y con 
64. Carmona Contreras, A. M., “Andalucía” en Revista Jurídica de Castilla y León, Número 
monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Autonomía…, 
ob. cit., p. 193.
65. De Pedro Bonet, X., “Aragón” en Revista Jurídica de Castilla y León, Número mono-
gráfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Autonomía…, ob. 
cit., p. 229. Ahora bien, como el propio autor reconoce ese avance será inviable en la 
medida en que el resto de los Estatutos no introduzcan similar flexibilización. Obsérvese 
que sólo Cataluña y Baleares han suprimido la autorización requerida, con carácter gene-
ral, del Parlamento autonómico y que la mayoría de los Estatutos consagra un plazo que 
puede llegar hasta los sesenta días durante los cuales las Cortes pueden recalificar el con-
venio. Esto es lo que a mi juicio, y como expondré después, hace necesario el estableci-
miento de una regulación homogénea que evite esas disfuncionalidades.
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las demás Comunidades. La regulación inicial de los convenios y acuer-
dos de cooperación figuraba en términos muy desafortunados en el 
artículo 30 del Estatuto inicial, que por un lado circunscribía el ámbito 
de los convenios a las materias de competencia exclusiva de la Comu-
nidad, y por otro, atribuía a las Cortes una facultad de recalificación. El 
artículo fue reformado mediante la LO 4/1999, y convertido en artículo 
38. La reforma lo empeoró notablemente en la medida en que mantu-
vo los dos errores señalados e incluyó la exigencia de que todos los 
convenios debían ser aprobados por las Cortes de Castilla y León. El 
nuevo Estatuto regula el tema en el artículo 60. Incomprensiblemente 
mantiene la exigencia de aprobación por las Cortes autonómicas en 
todo caso y la facultad de recalificación de las Cortes Generales. La 
única novedad que merece una valoración positiva es la ampliación del 
ámbito material de los convenios a la gestión y prestación de servicios 
de competencia de la Comunidad, suprimiendo el término "exclusiva".
G) Conclusiones. El análisis precedente de la regulación de los 
convenios de cooperación contenida en los seis nuevos Estatutos de 
Autonomía nos permite extraer tres conclusiones parciales y una global. 
La primera conclusión parcial es que por lo que se refiere a la aprobación 
de los convenios, mientras que Cataluña, Baleares y Aragón, han flexi-
bilizado el procedimiento al no exigir la aprobación por las asambleas 
autonómicas, Valencia, Andalucía y Castilla-León mantienen ese requi-
sito. La segunda es que, la mayoría de los Estatutos (Andalucía, Cata-
luña, Baleares y Castilla-León), siguen otorgando a las Cortes Generales 
una facultad de recalificación de los convenios que no viene exigida, 
en modo alguno, por la Constitución. Finalmente, y esto resulta asom-
broso, que alguno de los nuevos Estatutos (Valencia) siguen limitando 
el ámbito de los convenios a las materias que son de competencia ex-
clusiva de la Comunidad. Estas tres conclusiones parciales nos llevan a 
formular un juicio general negativo sobre las reformas analizadas en 
la medida en que no resuelven los problemas que anteriormente hemos 
expuesto. Como ha concluido García Morales, una de las más cualifica-
das expertas en este tema, "las reformas estatutarias podían haber 
hecho mucho más en materia de convenios entre Comunidades".66
66. García Morales, M. J., “Los nuevos Estatutos de Autonomía y las relaciones de colabo-
ración. Un nuevo escenario, ¿una nueva etapa?” en Revista Jurídica de Castilla y León, 
Número monográfico, 19, Las relaciones de colaboración en los nuevos Estatutos de Au-
tonomía…, ob. cit., p 379. Este trabajo recoge una síntesis muy valiosa del estado de la 
cuestión.
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5. La reforma constitucional necesaria para la consolidación 
del Estado Autonómico como Estado Federal cooperativo
El excesivo bilateralismo en la construcción del Estado Autonó-
mico, la escasa participación de las CC.AA. en las decisiones del Estado 
que les afectan principalmente a ellas (como la política europea), la 
excesiva conflictividad territorial, y la práctica ausencia de cooperación 
horizontal, constituyen aspectos de nuestro modelo de Estado suscep-
tibles de ser mejorados.
En las páginas precedentes, he pretendido poner de manifiesto, 
con mejor o peor fortuna, algunas de las causas que explican esta 
última deficiencia: la práctica ausencia de cooperación interguberna-
mental horizontal. Pero las causas son más profundas.
Las Conferencias Sectoriales –sin duda alguna, la institución 
más representativa de lo que hemos denominado federalismo co-
operativo– han sido configuradas –exclusivamente– como órganos 
de cooperación vertical.67 Ello es lógico en la medida en que su crea-
ción y regulación es obra del legislador estatal. Sin embargo, resulta 
sorprendente la falta de iniciativa de las Comunidades Autónomas 
para establecer cauces de cooperación horizontal mediante la crea-
ción por convenios entre ellas de Conferencias de Consejeros.
Y esta falta de iniciativa resulta todavía más sorprendente si 
tenemos en cuenta que en el Estado Autonómico proliferan estas 
formas de cooperación institucional horizontal. Desde la FEMP has-
ta las reuniones de los distintos servicios de atención de emergencias, 
pasando por conferencias de Parlamentos Autonómicos, de Tribu-
nales de Cuentas Autonómicos o de Defensores del Pueblo de ám-
bito igualmente autonómico. Es decir, la cooperación horizontal en 
cuanto responde a una necesidad objetiva del sistema ha surgido 
en todos los ámbitos imaginables excepto en el de los Gobiernos 
Autonómicos. Las Conferencias Sectoriales no colman esta carencia 
puesto que su objeto es únicamente discutir conflictos entre el Es-
tado y las Comunidades o permitir la participación de estas en asun-
tos estatales, pero no desarrollar proyectos de cooperación horizon-
67. Entre los estudios recientes sobre estos órganos cabe destacar, Duque Villanueva, J. C., 
“Las Conferencias Sectoriales” en Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 79, 
2007.
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tal (que en determinados ámbitos podrían evitar la intervención 
estatal).
En este sentido es obligado subrayar, en la medida en que inex-
plicablemente es un tema que no está en la agenda del debate actual 
sobre el desarrollo del Estado Autonómico, que la cooperación entre 
las Comunidades Autónomas “está llamada a ser uno de los grandes 
ejes de su desarrollo y, en cierto modo, la prueba que deben pasar para 
acreditar su madurez organizativa”.68 Lamentablemente, transcurridos 
treinta años desde la puesta en marcha del sistema, dicha prueba de 
madurez dista mucho todavía de haber sido superada. Y es que, como 
han advertido los profesores Bocanegra y Huergo, “la cooperación, 
que a la vez que incrementa el nivel de autogobierno de las Comuni-
dades Autónomas las somete a un sutil pero significativo control mu-
tuo (al obligar a las Comunidades a informar de sus prácticas y abrirse 
a la comparación, control del que se benefician los ciudadanos) dispo-
ne de múltiples técnicas, no sólo orgánicas, sino también funcionales, 
de las que hasta ahora se ha hecho un uso insignificante”.
5.1. significado y alcance de la necesaria reforma del Título 
VIII CE
Todo lo anterior nos pone de manifiesto que el principio de 
cooperación requiere un nuevo impulso. Así, en uno de los mejores 
estudios que sobre las reformas territoriales se ha escrito, el profesor 
Luis Ortega ha planteado con acierto la necesidad de superar el actual 
título VIII de la Constitución: “Debemos pasar de un Título VIII de 
creación del modelo a un Título VIII de funcionamiento del modelo”.69 
En ese nuevo Título debe ocupar un lugar central el principio de co-
operación, y ello porque el funcionamiento eficaz del Estado sólo 
podrá lograrse en la medida en que se articulen mecanismos y proce-
dimientos que canalicen la cooperación entre las distintas instancias 
territoriales del poder, y en que exista una voluntad real de coopera-
ción entre ellas.
68. Bocanegra, R., y Huergo, A., La Conferencia de Presidentes, ob. cit., p. 114. En el mismo 
sentido, los numerosos y fecundos trabajos de los profesores Enoch Albertí o María Jesús 
García Morales ya citados.
69. Ortega, L., Reforma Constitucional y Reforma Estatutaria, Madrid, Civitas, 2005, p. 49.
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La consolidación y perfeccionamiento de nuestro Estado Auto-
nómico exige llevar a cabo unas reformas tendentes a su moderniza-
ción: “Una de las claves de esta modernización exigida y que lenta-
mente se va implantando –escribe el ilustre Catedrático de Derecho 
Administrativo citado– es la perspectiva de un resultado conjunto de 
la actuación de todas las instancias políticas implicadas en un asunto. 
El resultado social de las políticas públicas en un modelo descentrali-
zado es siempre producto de una actuación plural. Por ello la nueva 
reforma debe incidir esencialmente, no tanto en el volumen compe-
tencial, sino en las formas de este ejercicio competencial. Se deben 
trasladar a la Constitución los principios de una actuación cooperati-
va y solidaria”.70
Desde esta perspectiva, que comparto plenamente, la reforma 
territorial necesaria (constitucional y estatutaria) debería tener por 
objeto, fundamentalmente, no tanto reabrir el tema relativo al repar-
to del poder mediante un incremento de las competencias de los 
poderes territoriales en detrimento de las de los poderes centrales (lo 
que se ha hecho durante la VIII legislatura), sino el desarrollo del 
principio constitucional de cooperación, esto es, la creación y perfec-
cionamiento de instrumentos y procedimientos que sirvan de cauce 
de relaciones cooperativas entre las distintas instancias territoriales 
de poder. Dicho más brevemente, el debate no debería centrarse sólo 
en la asunción de nuevas competencias, sino también, y principalmen-
te, en la forma de ejercer mejor las competencias que ya se tienen.
El Consejo de Estado en su meritorio Informe sobre la reforma 
de la Constitución se ha hecho eco de estos planteamientos. En con-
creto, el Consejo ha advertido que la efectividad del principio consti-
tucional de solidaridad, auténtico fundamento del principio de 
cooperación,71 requiere precisar en la Constitución las obligaciones 
que de él se desprenden: “Con independencia del contenido especí-
fico que en las distintas ramas del ordenamiento se le atribuye, este 
término (solidaridad) –señala el Consejo de Estado– no se utiliza en 
el lenguaje jurídico para designar sentimientos subjetivos, individua-
70. Ortega, L., Reforma Constitucional y Reforma Estatutaria…, ob. cit., pp. 49 y 50.
71. Sobre el significado y alcance del principio de solidaridad como fundamento del fede-
ralismo cooperativo, remito al lector a mi trabajo, Tajadura, J., “El principio de solidaridad 
en el Estado Autonómico” en Cuadernos de Derecho Público, núm. 32, 2007, pp. 69-102.
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les o colectivos, sino un principio objetivo del que dimanan deberes 
concretos, cuya observancia puede ser exigida y asegurada con los 
medios que el Derecho ofrece”. De su consideración como “principio 
objetivo” generador de “deberes concretos” el alto órgano consulti-
vo deduce “la necesidad de que, cuando menos, se determine, con 
alguna precisión quiénes son los obligados por él, qué poder o auto-
ridad está facultado para definir los deberes que de él dimanan, y, 
eventualmente, cuáles son las consecuencias que origina su infracción”.72
La conclusión que de todo ello extrae el Consejo de Estado en 
su riguroso y bien fundamentado Informe es clara y contundente: “…
para asentar más claramente las funciones que al Estado, personifica-
do en la Administración General, le corresponden en relación, no con 
las ‘diversas partes del territorio español’, sino con las Comunidades 
Autónomas, así como las limitaciones que a éstas impone el deber de 
solidaridad recíproca, parece conveniente revisar el tratamiento que 
la Constitución hace de este principio básico, modificando en cuanto 
sea preciso los correspondientes preceptos”.73
Esa reforma constitucional habilitaría para una mejor articulación 
jurídica de instrumentos cooperativos como el que nos ocupa. Sin un 
diseño constitucional adecuado de un modelo federal cooperativo, 
cabe prever graves problemas en el funcionamiento del Estado Auto-
nómico.74 Y ello porque sin el recurso al principio de cooperación 
ningún Estado compuesto resulta viable.
72. Informe del Consejo de Estado sobre la reforma constitucional. Texto del Informe y 
debates académicos, Madrid, Consejo de Estado-CEPC, 2006, p. 158. Desde esta perspecti-
va, el Consejo de Estado advierte, acertadamente, que la Constitución no da respuesta 
satisfactoria a esos interrogantes: “Pese al lugar central que el principio de solidaridad 
tiene en nuestro sistema de distribución territorial del poder (…) las referencias que a él 
se hacen en la Constitución están lejos de satisfacer esa necesidad de determinar su ám-
bito y su contenido. No solo porque en algunas de ellas no hay alusión alguna ni a lo uno 
ni a lo otro, ni siquiera mediante el empleo de los conceptos generales y abiertos que son 
propios de los enunciados constitucionales, sino también porque los obligados por la so-
lidaridad que ocasionalmente se mencionan no son siempre los mismos, ni es el mismo el 
deber que la solidaridad les impone”.
73. Informe del Consejo de Estado sobre…, ob. cit., p. 160.
74. Sobre el significado y alcance globales de esa reforma remito al lector a mis trabajos, 
Tajadura, J., “La constitucionalización del mapa autonómico: una reforma necesaria pero 
insuficiente” en La Reforma Constitucional (Tajadura, J. y Roura, S. dirs.), Madrid, Biblio-
teca Nueva, 2005; Tajadura, J., “Reformas territoriales y Estado Social” en Sistema, núm. 
196, 2007.
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5.2. La reforma de la cooperación horizontal en el bloque  
de la constitucionalidad
A) La principal conclusión que cabe extraer de las páginas prece-
dentes es que, debido a la regulación de la cooperación horizontal por 
parte de los Estatutos de Autonomía a los que la Constitución se remi-
te, el sistema de convenios interautonómicos reviste una rigidez que 
lo convierte en muy poco operativo. Como advierte Albertí: “La co-
operación horizontal, en efecto, está expresamente prevista por la 
Norma Fundamental ( ) Pero el régimen previsto, que incluye el control 
del Senado, en términos muy difusos, y su formalización a través de 
convenios en los que los distintos Estatutos generalmente han incluido 
la participación de los Parlamentos de sus respectivas Comunidades 
Autónomas, adolece de una excesiva rigidez y formalismo, que suponen 
un freno considerable a la hora de decidir transitar por este camino”.75
La doctrina es, por tanto, prácticamente unánime en reconocer 
que la regulación actual de la cooperación horizontal dificulta la uti-
lización de los convenios y acuerdos como medio para impulsar y 
consolidar en España un Estado autonómico cooperativo.
Esta insuficiente y deficiente regulación constitucional se debió 
a razones políticas. El fantasma de los “Países Catalanes” recorrió las 
Cortes Constituyentes y a punto estuvieron de establecer la necesidad 
de autorización por Ley Orgánica de cualquier convenio interautonó-
mico. La fórmula final pudo haber determinado una solución flexible, 
pero, y esto es lo que resulta más sorprendente, los Estatutos –tanto 
los iniciales, como los nuevos aprobados durante la VIII Legislatura– 
redujeron el margen de actuación de las respectivas Comunidades 
ampliando las posibilidades de control de las Cortes e introdujeron, 
en general, mayores rigideces en el sistema.
A nuestro juicio, resulta evidente que la eliminación de aquellos 
elementos que dotan al sistema de tan excesiva rigidez, o en otras 
palabras, la flexibilización de nuestro modelo de cooperación hori-
zontal, resultan imprescindibles para impulsar unas relaciones inte-
rautonómicas ágiles y fluidas, que puedan hacer frente a los retos del 
Estado del siglo xxi.
75  Albertí, E., “Relaciones entre las…”, ob. cit., p. 50.
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Nuestra primera y principal conclusión es, pues, que, dados los 
problemas técnico-jurídicos y político-constitucionales que plantea 
el modelo actual, éste exige ser reformado. La regulación de la ma-
teria en el bloque de constitucionalidad debe flexibilizarse.
B) Esto exigiría, en primer lugar, llevar a cabo una reforma del 
artículo 145 CE76 con el objetivo antes apuntado: flexibilizar el siste-
ma de cooperación horizontal. Dicha reforma contendría 3 elementos:
a) La reforma debería consistir en suprimir el apartado prime-
ro del artículo 145 puesto que nada añade a los límites implícitos y 
explícitos que el Texto Constitucional impone a la cooperación: in-
disponibilidad de las propias competencias, respeto al equilibrio in-
terno de poderes en cada Comunidad Autónoma y principio de so-
lidaridad.
b) En segundo lugar se debería suprimir definitivamente la 
distinción entre convenios y acuerdos. Distinción que ningún prove-
cho reporta y muchos inconvenientes produce. A esto puede obje-
tarse que es necesaria, puesto que en ciertos supuestos es conve-
niente que las Cortes, mediante el mecanismo de la autorización, 
ejerzan un control sobre la actividad cooperativa de las Comunida-
des Autónomas. Pero creo que tal control adicional, para verificar 
si se respetan los límites antes referidos, no resulta necesario. El 
sistema de controles previsto en la Constitución ya es de por sí sufi-
ciente. Si el convenio o acuerdo se plasma en una norma autonómi-
ca con rango de ley, ésta puede ser impugnada por los órganos 
centrales del Estado a tenor del artículo 32 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional (LOTC). Si el convenio o acuerdo no reviste 
tal forma, tanto los órganos centrales del Estado como los de las 
76. La reforma del artículo 145 CE ya la propuse hace quince años. En este trabajo mo-
difico parcialmente aquella propuesta de reforma para incluir en un inciso final una 
remisión expresa a una futura (y cada vez más necesaria) Ley Orgánica General de Co-
operación. Sobre la conveniencia teórica de la reforma, García Morales ha escrito: “Las 
regulaciones estatutarias pueden ser y son diversas y dispares y ponen sobre la mesa el 
debate sobre la necesidad de un marco general para introducir más racionalidad en el 
sistema”. Por ello “resultaría más racional una regulación general a través de una refor-
ma constitucional” García Morales M. J., “Los nuevos Estatutos de Autonomía y las re-
laciones de colaboración…”, ob.cit, p. 382. En parecidos términos se ha pronunciado 
Montilla. Montilla Martos, J. A., “El marco normativo de las relaciones interguberna-
mentales” en Las relaciones intergubernamentales en el Estado Autonómico, Madrid, 
CEPC, 2006, p. 87.
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demás Comunidades Autónomas disponen de la vía del conflicto de 
competencias del artículo 60 de la LOTC. Los órganos centrales pue-
den utilizar además el artículo 161.2 de la Constitución, en cuyo caso 
la impugnación producirá la suspensión de la disposición recurrida 
o bien acudir a la Jurisdicción contencioso-administrativa según el 
artículo 153.c de la Constitución. Además de estos controles juris-
diccionales, ordinarios o constitucionales, los órganos centrales del 
Estado disponen de un mecanismo excepcional de defensa del inte-
rés general de España frente a posibles utilizaciones insolidarias del 
artículo 145: el artículo 155.
Suprimido así el apartado primero y eliminada la distinción 
entre convenios y acuerdos, cabría preguntarse, finalmente, si tiene 
sentido mantener la existencia del precepto. En el principio de nues-
tra exposición está la respuesta: un artículo de este tenor nos evita 
los inconvenientes de tener que buscar un fundamento constitucio-
nal implícito a la cooperación horizontal. Por tanto debe ser man-
tenido.
c) La remisión a los Estatutos también debería suprimirse pues-
to que al no haber distinción posible entre convenios y acuerdos ya 
no es necesaria. Además, en este trabajo hemos expuesto las dificul-
tades técnicas derivadas de una diversa regulación de la materia. En 
la medida en que nos encontramos ante un instrumento cuya efica-
cia y funcionalidad requiere una regulación uniforme, parece con-
veniente atribuir esta a una Ley Orgánica –que podríamos denominar 
General de Cooperación– de aplicación a todas las Comunidades. 
Como a veces se ha discutido si las Cortes están o no habilitadas para 
la elaboración de una tal ley, la introducción de esta remisión tiene 
por objeto zanjar esa discusión. En consecuencia, la nueva redacción 
del artículo 145 CE podría ser la siguiente:
“Las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios en-
tre ellas con objeto de cooperar en materias de interés común. 
Una Ley Orgánica de Cooperación fijará el régimen jurídico de 
los convenios".
d) Este precepto constitucional que reemplazaría al actual ar-
tículo 145, debería ubicarse en el contexto de un nuevo capítulo del 
Título VIII dedicado expresamente al principio de cooperación. En él 
se constitucionalizarían los instrumentos básicos del federalismo co-
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operativo: las Conferencias Sectoriales77 y los Convenios de Coope-
ración, tanto en su dimensión vertical como horizontal. El capítulo 
en cuestión establecería el diseño básico de los mismos y remitiría a 
la Ley Orgánica General de Cooperación su desarrollo normativo.
Las objeciones que se puedan plantear a la existencia misma de 
una tal Ley, basadas en la afirmación de que la regulación de los ins-
trumentos cooperativos debe corresponder a los propios Estatutos, 
carece de sentido. Y ello por dos razones, la primera, porque en 30 
años los estatuyentes no se han ocupado de ello y cuando lo han hecho, 
ha sido con el poco afortunado resultado que hemos expuesto. Y la 
segunda razón, porque la funcionalidad de estos instrumentos exige 
su regulación uniforme. Ya han quedado expuestos los problemas que 
suscita la diversidad de regímenes jurídicos sobre los convenios.
Ahora bien, evidente resulta que esta Ley debe ser fruto del 
consenso entre las fuerzas políticas y entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas. Y ello por la razón evidente de que aunque conside-
ro oportuna la reforma constitucional propuesta, e igualmente creo 
conveniente la aprobación de la Ley Orgánica General de Cooperación, 
debo reconocer que una y otra servirán de poco, si no son la traducción 
jurídica de una voluntad política de cooperación.
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REsuMEn
El presente estudio contiene un análisis de la regulación en el denominado 
bloque de la constitucionalidad de los convenios y acuerdos de cooperación 
entre Comunidades Autónomas. Así se examina el significado y alcance del 
artículo 145 de la Constitución y el desarrollo estatutario del mismo. En este 
sentido se analiza también la regulación llevada a cabo en las últimas refor-
mas estatutarias para poner de manifiesto que los defectos existentes no han 
sido corregidos. El trabajo analiza las diversas concreciones estatutarias de 
los sintagmas “gestión y servicios propios” y “comunicación a las Cortes”, así 
como los procedimientos para la formalización de los convenios en el interior 
de la Comunidad Autónoma. La conclusión es que el sistema resulta muy 
rígido y poco funcional, por lo que desde la perspectiva del federalismo 
cooperativo cabe defender la necesidad de unas reformas que se enuncian 
al final del trabajo. La cooperación en general, y la cooperación horizontal 
en particular (aun cuando últimamente se han dado pasos importantes en 
la dirección correcta) continua siendo una asignatura pendiente del Estado 
Autonómico.
Palabras clave: federalismo cooperativo; reforma constitucional; competen-
cias compartidas; convenios.
REsuM
Aquest estudi conté una anàlisi de la regulació en l’anomenat bloc de la 
constitucionalitat dels convenis i acords de cooperació entre les comunitats 
autònomes. Així, s’examina el significat i abast de l’article 145 de la Cons-
titució i el seu desenvolupament estatutari. En aquest sentit, s’analitza 
també la regulació duta a terme en les últimes reformes estatutàries per 
posar de manifest que els defectes existents no han estat corregits. El treball 
analitza les diverses concrecions estatutàries dels sintagmes “gestió i serveis 
propis” i “comunicació a les Corts”, així com els procediments per forma-
litzar els convenis dins de la comunitat autònoma. La conclusió és que el 
sistema és molt rígid i poc funcional, de manera que, des de la perspectiva 
del federalisme cooperatiu, cal defensar la necessitat d’unes reformes que 
s’enuncien al final del treball. La cooperació en general, i la cooperació 
horitzontal en particular (tot i que darrerament s’han fet passos importants 
en la direcció correcta), continua sent una assignatura pendent de l’estat 
autonòmic.
Paraules clau: federalisme cooperatiu; reforma constitucional; competències 
compartides; convenis.
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ABsTRACT
This study contains an analysis of the regulation in the so-called constitution-
ality block of the cooperation agreements and commitments between Au-
tonomous Communities. The meaning and scope of Article 145 of the Con-
stitution and its statutory development is thus examined. In this regard, the 
regulation implemented in recent statutory reforms is also analysed in order 
to show that the existing defects have not been corrected. The work analy-
ses the various statutory concretions of the “own services and management” 
and “communication to the Courts” syntagms, as well as the procedures to 
formalise the agreements within the Autonomous Community. The conclu-
sion reached is that the system is too rigid and under-operative, so from the 
perspective of cooperative federalism, it must be defended that reforms are 
required and these are listed at the end of the study. Cooperation in gen-
eral, and horizontal cooperation in particular (even though important steps 
have been taken recently in the right direction), continue to be a subject 
pending for the Autonomous State.
Key words: cooperative federalism; constitutional reform; shared compe-
tences; agreements.
